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INTRODUCTION

1. Contenido del Informe

[1] El presente informe se referirá, en primer lugar, al análisis de la implementación en la Republica Dominicana de las disposiciones de la Convención Interamericana contra la Corrupción que fueron seleccionadas por el Comité de Expertos del Mecanismo de Seguimiento de la misma (MESICIC) para la Tercera Ronda de Análisis. Dichas disposiciones son las siguientes: artículo III, párrafos 7 y 10; y artículos VIII, IX, X y XIII.

[2] En segundo lugar, versará sobre el seguimiento de la implementación de las recomendaciones que le fueron formuladas a la República Dominicana por el Comité de Expertos del MESICIC en las rondas anteriores, las cuales se encuentran contenidas en los informes que en relación con dicho país han sido adoptados por el citado Comité, publicados en las siguientes páginas en Internet: 

2. Ratificación de la Convención y vinculación al Mecanismo

[3] De acuerdo con el registro oficial de la Secretaría General de la OEA, la República Dominicana ratificó la Convención Interamericana el día 29 de mayo de 1997 y deposito el instrumento respectivo de ratificación el día 8 de junio de 1997. 

[4] Asimismo, la República Dominicana suscribió la Declaración sobre el Mecanismo de Seguimiento del la Implementación de la Convención Interamericana contra la Corrupción el día 4 de junio de 2001. 

I. SUMARIO DE LA INFORMACIÓN RECIBIDA

 Respuesta de la República Dominicana

[5] El Comité desea dejar constancia de la colaboración recibida por la República Dominicana en todo el proceso de análisis y, en especial, de la Procuraduría General, la cual se hizo evidente, entre otros aspectos, en su respuesta al cuestionario y en la disponibilidad que siempre mostró para aclarar o completar el contenido de la misma. El Estado analizado envió junto con su respuesta las disposiciones y documentos que estimó pertinentes. Dicha respuesta y tales disposiciones y documentos pueden consultarse en: http://www.oas.org/juridico/spanish/mesicic3_repdom_resp.pdf  
[6] El Comité tuvo en cuenta para su análisis la información suministrada por la República Dominicana hasta el 22 de febrero de 2010; la que le fue solicitada a este país por la Secretaría y por los integrantes del subgrupo de análisis para el cumplimiento de sus funciones, de acuerdo con el Reglamento y Normas de Procedimiento; y la que le fue aportada por el mismo en virtud de lo previsto en dicho Reglamento y en la Metodología para el Análisis.

2. 
Documentos recibidos de organizaciones de la sociedad civil

[7] El Comité también recibió, dentro del plazo fijado en el Calendario para la Tercera Ronda, un documento de la organización de la sociedad civil “Participación Ciudadana”.
  

1. NEGACIÓN O IMPEDIMENTO DE BENEFICIOS TRIBUTARIOS
 POR PAGOS QUE SE EFECTÚEN EN VIOLACIÓN DE LA LEGISLACIÓN CONTRA LA CORRUPCIÓN (ARTÍCULO III, PÁRRAFO 7 DE LA CONVENCIÓN)

1.1. Existencia y previsiones de un marco jurídico y/o de otras medidas

[8] –  La República Dominicana cuenta con un conjunto de disposiciones relativas a negación o impedimento de beneficios tributarios por pagos que se efectúen en violación de la legislación contra la corrupción, entre las que cabe destacar las siguientes:

[9] – El Código Tributario, Ley 11-92, cuyo Artículo 268 establece: “Se entiende por ‘renta’, a menos que fuere excluido por alguna disposición expresa de este Titulo, todo ingreso que constituya utilidad o beneficio que rinda un bien o actividad y todos los beneficios, utilidades que se perciban o devenguen y los incrementos de patrimonio realizados, no justificados por el contribuyente, cualquiera que sea su naturaleza, origen o denominación.”
[10]  El Artículo 299 establece varias exenciones generales a la renta, incluidas, entre otras, las rentas del Estado, de los Municipios y de Distritos Municipales (Artículo 299(b)); rentas recibidas por entidades de asistencia social, tales como instituciones de caridad, literarias, políticas y científicas (Artículo 299(d)); rentas recibidas por asociaciones deportivas que no persigan fines de lucro (Artículo 299(e)); rentas consistentes en indemnizaciones por accidentes de trabajo (Artículo 299(g)); pagos de seguros de vida (Artículo 299(h)); aportes al capital recibidos por sociedades (Artículo 299(i)); adquisición de bienes por sucesión por causa de muerte, o donación (Artículo 299(j)); indemnizaciones de preaviso y auxilio de cesantía (Artículo 299(k)); asignaciones de traslado y viático (Artículo 299(l)); beneficio por un monto de hasta RD$500.000 proveniente de la enajenación de una casa de habitación (Artículo 299(m)); dividendos pagados a accionistas (Artículo 299(n)); ciertos dividendos pagados en efectivo (Artículo 299(ñ)); renta neta de personas naturales residentes en la República Dominicana, hasta la suma de RD$60.000 (Artículo 299(o)); bienes, servicios o beneficios proporcionados a una persona que no constituyan remuneraciones en dinero, a condición que estén gravados conforme a lo previsto en el artículo 308 de dicho Código (Artículo 299(p)); compensación por enfermedad o lesión pagada en virtud de un seguro de salud o invalidez (Artículo 299(q)); pensiones alimenticias (Artículo 299(r)), e intereses percibidos de instituciones financieras reguladas por las autoridades monetarias, como el Banco Nacional de la Vivienda o las Asociaciones de Ahorros y Préstamos (Artículo 299(s)).

[11]  El Artículo 287, que establece varias deducciones a la renta, incluidos intereses (Artículo 287(a)); impuestos y tasas (Artículo 287(b)); primas de seguros (Artículo 287(c)); daños extraordinarios (Artículo 287(d)); depreciación (Artículo 287(e)); agotamiento (de yacimientos minerales, o de gas o petróleo) (Artículo 287(f)); amortización de bienes intangibles (Artículo 287(g)); cuentas incobrables (Artículo 287(h)); donación a instituciones de bien público (Artículo 287(i)); gastos relacionados con investigación y experimentación (Artículo 287(j)); pérdidas (Artículo 287(k)); aportes a planes de pensiones y jubilaciones (Artículo 287(l)); y los contribuyentes personas físicas, excepto los asalariados, que realicen actividades distintas del negocio, tienen derecho a deducir de su renta bruta de tales actividades los gastos comprobados necesarios para obtener, mantener y conservar la renta gravada…”(287(m)). 

[12]  El Artículo 288, que contiene una lista de gastos que no son deducibles, como los gastos personales (Artículo 288(a)); retiros o sueldos (Artículo 288(b)); pérdidas de operaciones ilícitas (Artículo 288(c)); impuesto sobre la renta (Artículo 288(d)); gastos sin comprobantes (Artículo 288(e)); remuneraciones de personas u organismos que trabajen desde el exterior (Artículo 288(f)); utilidades destinadas a reservas o aumentos del capital (Artículo 288(g)).

[13]  El Artículo 44 confiere a las autoridades de la Administración Tributaria diversas potestades relacionadas con el logro del cumplimiento de las disposiciones del Código, incluidas, entre otras, la potestad de practicar inspecciones (Artículo 44(a)), examinar los libros, documentos y bienes de contribuyentes (Artículo 44(b) y )); incautar documentos inspeccionados o bienes (Artículo 44(d)); exigir a los contribuyentes que conserven sus libros o registros durante no menos de 10 años (Artículo 44(f)); exigir que los registros contables estén acompañados por los comprobantes respectivos (Artículo 44(h)); requerir informaciones y declaraciones juradas a los contribuyentes (Artículo 44(i)); exigir informaciones a bancos o instituciones de crédito públicas o privadas (Artículo 44(j)); requerir a cualquier persona todo dato o antecedente que se considere necesario para la fiscalización tributaria (Artículo 44(k)); requerir a los contribuyentes o a los terceros que respondan, verbalmente o por escrito, preguntas consideradas necesarias a los efectos de inspección o tributación (Artículo 44(l)), y detener a cualquier persona que sea sorprendida cometiendo delito tributario (Artículo 44(m)).

[14] El Artículo 203 clasifica las infracciones en delitos tributarios y faltas tributarias. El Artículo 204 prevé como delitos tributarios la defraudación tributaria, la elaboración y comercio clandestino de productos sujetos a impuestos,
 y la fabricación y falsificación de especies o valores fiscales.

[15] El Artículo 205 establece las siguientes faltas tributarias,
 que se castigan con pena de multa: la evasión tributaria que no constituya defraudación; la mora;  el incumplimiento de los deberes formales de los contribuyentes, responsables y terceros; el incumplimiento de los deberes formales de funcionarios y empleados de la Administración Tributaria, y el incumplimiento de los deberes formales de los funcionarios públicos, ajenos a la Administración Tributaria.

[16] Con respecto a la defraudación tributaria, el Artículo 236 establece: “Incurre en defraudación el que, mediante simulación, ocultación, maniobra o cualquier otra forma de engaño, intente inducir a error al sujeto activo en la determinación de los tributos, con el objeto de producir o facilitar la evasión total o parcial de los mismos.”; el Artículo 237 establece varias circunstancias específicas que constituyen defraudación tributaria.

[17]  – La Ley No. 227-06, que concede autonomía funcional, presupuestaria, administrativa y técnica a la Dirección General de Impuestos Internos. El Artículo 1 de la Ley establece, entre las funciones de la Dirección General, las de cobrar tributos (Artículo 1(a)); responder a consultas tributarias conforme al Código Tributario (Artículo 1(m)); prevenir infracciones tributarias y aplicar las sanciones administrativas correspondientes (Artículo 1(ñ)).
1.2. Adecuación del marco jurídico y/o de otras medidas
[18]  En lo que hace relación a las disposiciones relativas a la negación o impedimento de beneficios tributarios por pagos que se efectúen en violación de la legislación contra la corrupción, que ha examinado el Comité con base en la información que ha tenido a su disposición, puede observarse que las mismas conforman en su conjunto un cuerpo armónico de medidas pertinentes para la promoción de los propósitos de la Convención.
[19] No obstante lo anterior, el Comité estima que sería beneficioso para el país analizado considerar adoptar las medidas que estime apropiadas para facilitar a las autoridades competentes la detección de sumas pagadas por corrupción, en caso de que éstas se pretendan utilizar para obtener beneficios tributarios (véase recomendación 1.4., ordinal a) del capítulo II de este informe).
1.3. Resultados del marco jurídico y/o de otras medidas

[20]  El país analizado no presentó resultados con respecto a esta materia.
[21] Teniendo en cuenta lo anterior, el Comité le formulará una recomendación al Estado analizado para que a través de  las autoridades tributarias que tienen a su cargo el control de la aplicación de beneficios tributarios y las demás autoridades u órganos que ejerzan competencias al respecto, considere seleccionar y desarrollar procedimientos e indicadores, cuando sea apropiado y cuando ellos no existan aún, para analizar los resultados objetivos obtenidos en esta materia y para verificar el seguimiento de las recomendaciones formuladas en el presente informe en relación con la misma. (Véase recomendación 1.4 (b) en el Capítulo II del presente informe).
1.4. Conclusiones y recomendaciones
[22]  Con base en el análisis realizado en los acápites anteriores, en relación con la implementación en el Estado analizado de la disposición prevista en el artículo III, párrafo 7 de la Convención, el Comité formula las siguientes conclusiones y recomendaciones: 

[23]  La República Dominicana ha considerado y adoptado medidas destinadas a crear, mantener y fortalecer normas  para la negación o  impedimento de beneficios tributarios por pagos que se efectúen en violación de la legislación contra la corrupción, de acuerdo con lo dicho en  la sección 1 del capítulo II de este informe.

[24] En vista de los comentarios formulados en dicha sección, el Comité sugiere que la República Dominicana considere la siguiente recomendación:

[25] Fortalecer las normas y medidas para la negación o impedimento de beneficios tributarios por pagos que se efectúen en violación de la legislación contra la corrupción. Para cumplir con esta recomendación, la República Dominicana podría tener en cuenta las siguientes medidas:

a. Considerar adoptar las medidas que estime apropiadas para facilitar a las autoridades competentes la detección de sumas pagadas por corrupción, en caso de que éstas se pretendan utilizar para obtener beneficios tributarios, tales como las siguientes:  (Ver sección 1.2 del capítulo II de este informe).
i. Manuales, guías o lineamientos que las orienten acerca de la manera en la que debe efectuarse el control de la aplicación de beneficios tributarios, para que puedan cerciorarse de que los mismos reúnen los requisitos establecidos, verificar la veracidad de la información en ellas suministrada, y constatar el origen del gasto o pago en el que se fundamenten.

ii. La posibilidad de acceder a las fuentes de información necesarias para llevar a cabo la verificación y constatación antes aludidas, incluyendo la petición de información a entidades financieras.

iii. Programas informáticos que faciliten la consulta de datos o el cruce de información cuando lo requiera el cumplimiento de su función. 

iv. Mecanismos de coordinación institucional que les permitan obtener oportunamente la colaboración que necesiten de otras autoridades, en aspectos tales como dictámenes de autenticidad de los documentos que sustenten la aplicación de beneficios tributarios.
v. Programas de capacitación diseñados específicamente para alertarlas sobre las modalidades utilizadas para disfrazar pagos por corrupción e instruirlas sobre la manera de detectar dichos pagos en las aplicaciones.
vi. Canales de comunicación que les permitan poner oportunamente en conocimiento de las autoridades pertinentes, las anomalías que detecten o cualquier irregularidad que pueda incidir en la aplicación del beneficio tributario. 

b. Seleccionar y desarrollar, a través de  las autoridades tributarias que tienen a su cargo el control de la aplicación de beneficios tributarios y las demás autoridades u órganos que ejerzan competencias al respecto, procedimientos e indicadores, cuando sea apropiado y cuando ellos no existan aún, para analizar los resultados objetivos obtenidos en esta materia y para verificar el seguimiento de las recomendaciones formuladas en el presente informe en relación con la misma. (Ver sección 1.3 del capítulo II de este informe).

2.
PREVENCIÓN DEL SOBORNO DE FUNCIONARIOS PÚBLICOS NACIONALES Y EXTRANJEROS (ARTÍCULO III(10) DE LA CONVENCIÓN)
2.1. Existencia  y previsiones de un marco jurídico y/o de otras medidas.

[26] – La República Dominicana  cuenta con un conjunto de disposiciones relativas a la prevención del soborno de funcionarios públicos nacionales y extranjeros, entre las que cabe destacar las siguientes: 

[27] – El Código de Comercio, cuyo Artículo 2 define a los comerciantes como las personas que ejercen actos de comercio y hacen de él su profesión habitual. El artículo 19 reconoce tres tipos de sociedades comerciales: la compañía en nombre colectivo, la compañía en comandita y la compañía por acciones.
[28] El Artículo 8 impone a los comerciantes la obligación de mantener un Libro Diario que registre “día por día, las operaciones de su comercio, o que resuma por lo menos mensualmente los totales de estas operaciones, siempre que conserve, en este caso, todos los documentos que permitan verificar estas operaciones día por día.”. El Artículo 9 requiere mantener un Libro de Inventario anual de “los elementos activos y pasivos de su comercio y cerrar todas las cuentas con el fin de establecer su balance y la cuenta de ganancias y pérdidas”. El Artículo 10 dispone que los asientos en el Libro Diario y en el de Inventario se hagan en orden cronológico, en español, sin blancos ni alteración de ninguna especie. Además el Artículo 11 dispone que esos libros se conserven durante 10 años.
[29] Además el Artículo 14 del Código de Comercio establece: “No pueden ordenarse en juicio la comunicación de los libros e inventarios, sino en las causas de sucesión, comunidad de bienes, liquidación de compañías y en casos de quiebra”. No obstante, el Artículo 15 del Código establece: “En el curso de un litigio puede el juez, aun de oficio, ordenar la exhibición de los libros para tomar de ellos lo concerniente al punto litigioso.”
[30]  La Ley 479-08 sobre Sociedades Comerciales, que en el Artículo 2 establece: “habrá sociedad comercial cuando dos o más personas físicas o jurídicas se obliguen a aportar bienes con el objeto de realizar actos de comercio o explotar una actividad comercial organizada, a fin de participar en las ganancias y soportar las pérdidas que produzcan”. El Artículo 3 indica específicamente los tipos de sociedades que reconoce la Ley, incluidas, entre otras, las de responsabilidad limitada y las unipersonales.

[31]  El Artículo 31 de la Ley 479-08 establece: “Las operaciones de las sociedades comerciales se asentarán en registros contables de acuerdo con los principios y/o normas contables establecidos por el Instituto de Contadores Públicos Autorizados de la República Dominicana y por tanto deberán generar información que permita por lo menos la preparación de estados financieros que reflejen la situación  financiera, los resultados de operaciones, los cambios en el patrimonio, los flujos de efectivo y las divulgaciones que deberán contener las notas a los estados financieros”.
[32]  El Artículo 32 dispone que todas las operaciones realizadas por sociedades comerciales estén amparadas por documentación e información, y asimismo que la documentación y los registros se conserven durante 10 años.

[33]  El Artículo 33 dispone que todas las sociedades que sean de las que “utilice[n] crédito de terceros, sean éstos acreedores quirografarios, garantizados o privilegiados, así como suplidores o entidades de intermediación financiera; o emita[n] obligaciones de cualquier tipo; o tenga[n] ingresos brutos superiores a cien (100) salarios mínimos” deben hacer auditar sus estados financieros conforme a las normas de auditoría establecidas por el Instituto de Contadores Públicos Autorizados de la República Dominicana. 
[34]  En cuanto a controles internos, el Artículo 36 de la Ley 479-08 confiere a los socios o accionistas “el derecho de conocer en todo tiempo la condición económica y las cuentas de la sociedad o negocio en cuestión, sin perjuicio de lo que dispongan los contratos de sociedad o los estatutos sociales de tales sociedades o negocios”. El Artículo 36 establece: “La misión de investigar la condición económica y las cuentas de las sociedades o negocios en las condiciones antes referidas, estará a cargo de contadores públicos autorizados cuando reciban de los interesados el mandato para realizar la investigación correspondiente”.
[35]  Además el Artículo 241 impone a las sociedades anónimas la obligación de tener uno o varios comisarios de cuentas, y estos, según el Artículo 242, deben ser contadores públicos autorizados. El Artículo 251 les impone, inter-alia, la obligación de verificar las cuentas y registros de las sociedades y constatar que cumplen las reglas vigentes, y el Artículo 253 impone a los contadores la obligación de poner en conocimiento de la Asamblea General de accionistas cualquier irregularidad que descubran. Asimismo, el Artículo 254 dispone que los comisarios de cuentas deben, inter-alia,  informar al presidente del consejo de administración (de la sociedad) y a la Superintendencia de Valores en el caso de las sociedades anónimas de suscripción pública, todo hecho que, por su naturaleza, comprometa la continuidad de la explotación de la compañía. Análogamente, el Párrafo III del Articulo 254 dispone que cuando el comisario de cuentas determine con ocasión del ejercicio de sus funciones, la existencia de hechos, que, por su naturaleza, puedan comprometer la responsabilidad civil o penal de los miembros del consejo de administración, podrá solicitar, a expensas de la sociedad, la opinión legal de un abogado experto en la materia de que se trate y si éste indica alguna posibilidad de que la situación ocurrida haya causado daños a la sociedad o violaciones a las leyes vigentes, el comisario de cuentas debe comunicarlo a los administradores.
[36]  – El Código Tributario, Ley 11-92, cuyo Artículo 50(a) impone a los contribuyentes, responsables y terceros, la obligación de llevar los registros contables preceptivos. El Artículo 50(b) les exige “Ajustar sus sistemas de contabilidad y de confección y evaluación de inventarios a prácticas contables establecidas en las leyes, reglamentos y normas generales dictadas al efecto, y reflejaran clara y verazmente el real movimiento y resultado de las operaciones y el valor de los bienes inventariados. Los métodos de contabilidad y de valuación serán los establecidos por las leyes tributarias […]”. El Artículo 50(f) establece que deben presentar las declaraciones requeridas con fines tributarios, junto con los documentos e informes preceptuados por la ley; el Artículo 50(h) les impone la obligación de conservar en forma ordenada  registros contables,  registros especiales, antecedentes, recibos o comprobantes de pagos, así como cualquier documento referido a las operaciones o actividades del contribuyente, durante un período de 10 años, y conforme al Artículo 50(i) deben facilitar las inspecciones a cargo de funcionarios fiscalizadores.
[37]  El Artículo 205(3) del Código Tributario establece sanciones financieras por omisión de los contribuyentes de cumplir las obligaciones formales que les impone el Código. Además el Artículo 253 establece: “toda acción o omisión tendente a impedir o obstaculizar la determinación de la obligación tributaria o el control y fiscalización de los tributos por parte de la Administración Tributaria, constituye una violación de los deberes formales”. El Artículo 254 establece: “Incurren en esta falta tributaria, sin perjuicio de otras situaciones, los contribuyentes, responsables y terceros que no cumplan los deberes formales establecidos en este Código, en leyes tributarias especiales, o en reglamentos y normas dictadas por la Administración Tributaria”. El Artículo 254 prevé además varias situaciones específicas que constituyen incumplimiento; entre otras la omisión de llevar registros contables cuando ello es obligatorio (numeral 7) y la ocultación y destrucción de registros (numeral 11)
[38]  Con respecto a la inspección de registros contables, el Artículo 44 del Código Tributario confiere a la Administración Tributaria, inter-alia, la potestad de realizar inspecciones (Artículo 44(a)); examinar los libros, documentos y bienes de los contribuyentes (Artículo 44(b)); exigir a los contribuyentes que conserven libros o registros durante no menos de 10 años (Artículo 44(f)); y disponer que los registros contables estén respaldados por los comprobantes correspondientes (Artículo 44(h)). 
[39]  – El Decreto No. 254-06, que regula la impresión, emisión y presentación de Comprobantes Fiscales, y cuyo Artículo 2 dispone que todas las personas jurídicas o naturales domiciliadas en la República Dominicana y que realicen operaciones relacionadas con transferencia de bienes, o que presten servicios, presenten comprobantes fiscales.  Análogamente, el Reglamento No. 01-47, emitido por la Dirección General de Impuestos Internos, contiene información detallada sobre la manera en que debe presentarse la documentación requerida por el Decreto 254-06.

[40]  – La Ley No. 633, sobre  Contadores Públicos Autorizados, establece en su Artículo 1 que todo socio, accionista u otra persona interesada con no menos de 5% de interés en una compañía  o negocio, tiene el derecho de conocer la situación económica de la compañía o negocio en cualquier momento; el Artículo 2 establece que la investigación de la condición económica y las cuentas de las compañías o negocios para los fines de esta ley, estará a cargo de Contadores Públicos Autorizados (C.P.A.) cuando reciban de los interesados el encargo de realizarla; el Artículo 4 establece que el contador que realice tal investigación tendrá acceso a todos los locales, dependencias, libros, cuentas, documentos y archivos, y el Artículo 5 establece que los contadores podrán examinar, inter-alia, los siguientes sistemas contables de la compañía o negocio: “estudios de balance; verificación de resultados obtenidos; verificación de planillas para pagos de impuestos,  aplicación de beneficios y repartos de dividendos; verificación de balances y cuentas presentados por los comisarios, administradores, tesoreros, gerentes o consejos de administración; presentación de balances, extractos de cuentas, memorias y presupuestos para las oficinas públicas; levantamiento o comprobación de aportes en naturaleza para la constitución de sociedades; preparación de estados de liquidación de sucesiones y donaciones y en general toda clase de intervención de cuentas, hechos y actividades inherentes a un determinado negocio, susceptible de demostrar su verdadera condición económica, así como las perspectivas presentes y futuras del mismo”. Además, el Artículo 6 establece que los contadores públicos autorizados deberán preparar dos ejemplares de los informes de sus investigaciones: uno para sus archivos, que no podrán ser examinados por ninguna otra persona si no es por orden judicial, y otro para el cliente que haya solicitado la investigación.

[41]  – El Código Penal, cuyo Artículo 147 prevé sanciones penales para toda persona que “cometa falsedad en escritura auténtica o pública, o en las de comercio y de banco, ya sea que imite o altere las escrituras o firmas, ya que estipule o inserte convenciones, disposiciones, obligaciones o descargos después de cerrados aquellos, o que adicione o altere cláusulas, declaraciones o hechos que debían recibirse o hacerse constar en dichos actos”. Además, los Artículos 150 y 151 también prevén sanciones penales para quienes falsifiquen o utilicen documentos privados falsificados.

[42]  – El Código de Ética Profesional emitido por el Instituto de Contadores Públicos Autorizados de la República Dominicana, cuyo párrafo (m), titulado: “Principios de Contabilidad” establece, en la parte pertinente: “Se reconoce que la base para la práctica contable en la República Dominicana son las Normas Internacionales de Contabilidad (NIC’S), emitidas y por emitir en el futuro por el Consejo de Normas Internacionales de Contabilidad (IASB)”. Por su parte el párrafo (n) establece, en la parte pertinente: “En la República Dominicana las normas de auditoría vigentes son las Normas Internacionales de Auditoría (NIA’s), emitidas y por emitir en el futuro por la Federación Internacional de Contadores (IFAC)”.
[43]  La Sección 2.3.1 del Código, referente al Secreto Profesional, establece: “El profesional de la contabilidad tiene la obligación de respetar la confidencialidad de la información adquirida en la ejecución de sus servicios profesionales, tanto en las actividades de sus clientes o cuando realiza labores en relación de dependencia”.
[44]  Además la Sección 2.3.2 establece en la parte pertinente: “Se exceptúan de esta regla, los casos en que la información sea expresada con el consentimiento o bajo el consentimiento del cliente o solicitada por un organismo competente o con autoridad judicial”.
[45]  – La Resolución emitida el 14 de septiembre de 1999 por el Instituto de Contadores Públicos Autorizados de la República Dominicana, por la que se adoptan las Normas Internacionales de Contabilidad
 y las Normas Internacionales de Auditoría (ISA).

[46]  – La Resolución 001, (2010-004), emitida el 18 de febrero de 2010 por el Instituto de Contadores Públicos Autorizados de la República Dominicana, que adopta, a partir del 1 de enero de 2014, las Normas Internacionales de Información Financiera (NIIF) emitidas por la Junta de Normas Internacionales de Contabilidad (IASB) como las Normas Contables aplicables en República Dominicana para las empresas que están cotizando en la Bolsa de Valores de la República Dominicana Inc. y reguladas por la Superintendencia de Valores de la República Dominicana.

[47]  – La Resolución 002 (2010-004), emitida el 18 de febrero de 2010 por el Instituto de Contadores Públicos Autorizados de la República Dominicana, que adopta, a partir del 1 de enero de 2014, las Normas Internacionales de Información Financiera (NIIF) emitidas por el Consejo de Normas  Internacionales de Contabilidad (IASB) como las Normas Contables aplicables en la República Dominicana para las empresas clasificadas como Medianas en la Ley 488-08 y aquellas que trascienden el límite de Medianas pero que no están cotizando en la Bolsa de Valores de la Republica Dominicana, Inc. ni están listadas en la Superintendencia de Valores de la República Dominicana. 

[48]  – Hay, además, disposiciones aplicables a los restantes tipos de entidades, como las contenidas en la Ley de Sociedades Comerciales, Ley No. 479-08, referente a sociedades anónimas de suscripción pública sujetas a la supervisión de la Superintendencia de Valores, y la Ley No. 183-02, Ley Monetaria y Financiera.
2.2. Adecuación del marco jurídico y/o de otras medidas. 

[49] En lo que hace relación con las disposiciones relativas a la prevención del soborno de funcionarios públicos nacionales y extranjeros, que ha examinado el Comité con base en la información que ha tenido a su disposición, puede observarse que las mismas conforman un conjunto de medidas pertinentes para la promoción de los propósitos de la Convención.

[50]  No obstante lo anterior, el Comité estima que podría ser útil  que el país analizado considerara la posibilidad de complementar o ajustar ciertas disposiciones sobre tal materia; a saber:

[51]  Primero, con respecto a auditoría interna, y pese a la adopción, el 18 de febrero de 2010, por el Instituto de Contadores Públicos Autorizados de la República Dominicana, de las Normas Internacionales de Auditoria, el Comité considera que podría ser útil que la República Dominicana considerara la posibilidad de usar directrices o manuales sobre realización de auditorías internas para detectar anomalías o actos de corrupción. El Comité formulará una recomendación a ese respecto (véase la Recomendación 2.4 (a) en el Capítulo II del presente informe).
[52]  Segundo, el Comité observa que las Secciones 2.3.1 y 2.3.2 del Código de Ética Profesional para Contadores impone a estos la obligación de respetar la confidencialidad de la información obtenida en el desempeño de sus cometidos, salvo orden judicial o solicitud de un organismo competente. En ese sentido, preocupa al Comité la posibilidad de que el secreto profesional, tal como lo describe el Código de Ética  Profesional, pueda ser un obstáculo para que los contadores pongan en conocimiento de las autoridades competentes actos de corrupción o violaciones de la ley que descubran en el curso de su labor. El Comité formulará una recomendación a ese respecto (véase la Recomendación 2.4 (b) en el Capítulo II del presente informe).

[53]  Tercero, el Comité estima también que sería conveniente que el país analizado considerara la posibilidad de realizar campañas de concientización dirigidas a las personas responsable de asentar los registros contables y de dar cuenta de su exactitud, acerca de la importancia de observar las normas expedidas para garantizar la veracidad de dichos registros y las consecuencias de su violación, al igual que implementar programas de capacitación diseñados específicamente para instruir a quienes desarrollan labores de control interno en las sociedades comerciales y otros tipos de asociaciones obligadas a mantener registros contables, sobre la manera de detectar a través de los mismos actos de corrupción. (Véase la recomendación 2.4(c) en el Capítulo II del presente informe).
[54]  Cuarto, el Comité estima que sería útil para el país analizado considerar la posibilidad de realizar campañas de concientización y de promoción de la integridad destinadas al sector privado, al igual que continuar adoptando medidas tales como elaboración de manuales y guías que orienten a las empresas sobre las buenas prácticas que deban ser implementadas para prevenir la corrupción. (Véase la recomendación 2.4(e) en el Capítulo II del presente informe).
[55]  Quinto, el Comité estima que sería beneficioso para el país analizado considerar la posibilidad de adoptar las medidas que estime apropiadas para facilitar a los órganos o instancias encargadas de prevenir y/o investigar el incumplimiento de las medidas orientadas a garantizar la exactitud de los registros contables, detectar sumas pagadas por corrupción ocultadas a través de dichos registros. (Véase la recomendación 2.4(e) en el Capítulo II del presente informe).
2.3. Resultados del marco jurídico y/o de otras medidas.

[56]  En la respuesta de la República Dominicana  al cuestionario no se hizo referencia a los resultados alcanzados en este campo.
[57]  El informe presentado por “Participación Ciudadana” incluye la siguiente información, proporcionada por la Dirección General de Impuestos Internos: “El pasado año 2009 realizamos 2,484 visitas a nuevos contribuyentes de Santo Domingo.  De este universo, en el 48% de los casos se reportó que el domicilio no coincide con el declarado, el 33% de las compañías no habían iniciado operaciones y solo el 19% fueron visitadas satisfactorias.  En los casos reportados con domicilio no coincidente, en TODOS los casos las personas que se registraron como representantes han sido notificadas para que paguen la multa de la compañía, por incumplimiento de deberes formales.  La DGII ha impuesto multas a 4,736 contribuyentes por incumplimiento de deberes formales de todo tipo.  Durante el año 2009, el 9.90% de los contribuyentes fueron alcanzados por alguna de las modalidades de fiscalización que ejecuta la DGII.  Para el año 2010 se prevé tener una cobertura de 24.11 de la fiscalización”.

[58]  Lo arriba expresado indica que la DGII ha cumplido su función de supervisar el cumplimiento del sistema del impuesto sobre la renta, y que se han aplicado sanciones por incumplimiento. No obstante, el Comité toma nota de que las estadísticas proporcionadas por la DGII no han sido desglosadas de modo de indicar el número de sanciones aplicadas por incumplimiento específicamente relacionadas con la obligación de mantener registros contables o con obligaciones relacionadas con ese requisito.

[59]  En consecuencia, el Comité formulará una recomendación al país analizado para que a través de los órganos o instancias encargadas de prevenir y/o investigar la violación de las medidas orientadas a garantizar la exactitud de los registros contables y de velar porque las sociedades mercantiles y otros tipos de asociaciones obligadas a establecer controles contables internos lo hagan en debida forma, considere seleccionar y desarrollar procedimientos e indicadores, cuando sea apropiado y cuando ellos no existan aún, para analizar los resultados objetivos obtenidos en esta materia y para verificar el seguimiento de las recomendaciones formuladas en el presente informe en relación con la misma. (Véase la recomendación 2.4(f) en el Capítulo II del presente informe).
2.4. Conclusiones y recomendaciones.

[60] Con base en el análisis realizado en los acápites anteriores, en relación con la implementación en el país analizado de la disposición prevista en el artículo III, 10 de la Convención, el Comité formula las siguientes conclusiones y recomendaciones: 
[61]  La República Dominicana ha considerado y adoptado medidas destinadas a crear, mantener y fortalecer normas para la prevención del soborno de funcionarios públicos nacionales y extranjeros, de acuerdo con lo dicho en la sección 2 del capítulo II de este informe.

[62]  En vista de los comentarios formulados en dicha sección, el Comité sugiere que la República Dominicana considere la siguiente recomendación:

[63]  Fortalecer las normas y medidas para la prevención del soborno de funcionarios públicos nacionales y extranjeros. Para cumplir esta recomendación, la República Dominicana podría tener en cuenta las siguientes medidas:

a. Considerar el uso de directrices o manuales sobre realización de auditorías internas destinadas a detectar anomalías o actos de corrupción (véase la Sección 2.2 del Capítulo II del presente informe).
Nos gustaría saber si estas directrices y manuales son para uso del sector privado o para el sector público. Porque la Contraloría General de la República, que es el organismo encargado del control interno en la ejecución presupuestaria, tambien tiene a su cargo la elaboracion de normas, principios, metodos y reglamentos que regulan el control interno de la gestion de fondos en la administración pública.

b. Adoptar, conforme a su ordenamiento jurídico y por los medios que considere apropiados, medidas pertinentes para garantizar que el “secreto profesional” no sea un obstáculo para que los profesionales cuyas actividades se rijan por el Código de Ética para Contadores Públicos pongan en conocimiento de las autoridades pertinentes todo acto de corrupción que descubran en el curso de su labor (véase la Sección 2.2 del Capítulo II del presente informe).
En este sentido el Art. 264, numero 3 del Código Procesal Penal menciona entre los que tienen obligación de denunciar “a los contadores públicos autorizados…respecto a infracciones que afecten el patrimonio o ingresos públicos”.
c. Realizar campañas de concientización dirigidas a las personas responsable de asentar los registros contables y de dar cuenta de su exactitud, acerca de la importancia de observar las normas expedidas para garantizar la veracidad de dichos registros y las consecuencias de su violación, al igual que implementar programas de capacitación diseñados específicamente para instruir a quienes desarrollan labores de control interno en las sociedades comerciales y otros tipos de asociaciones obligadas a mantener registros contables, sobre la manera de detectar a través de los mismos actos de corrupción (véase la Sección 2.2 del Capítulo II del presente informe).
d. Considerar realizar campañas de concientización y de promoción de la integridad destinadas al sector privado y continuar adoptando medidas tales como elaboración de manuales y guías que orienten a las empresas sobre las buenas prácticas que deban ser implementadas para prevenir la corrupción (véase la Sección 2.2 del Capítulo II del presente informe).
e. Considerar adoptar las medidas que estime apropiadas para facilitar a los órganos o instancias encargadas de prevenir y/o investigar el incumplimiento de las medidas orientadas a garantizar la exactitud de los registros contables, detectar sumas pagadas por corrupción ocultadas a través de dichos registros, tales como las siguientes (véase la Sección 2.2 del Capítulo II del presente informe):
i. Métodos de revisión que incluyan inspecciones contables y análisis de información solicitada periódicamente, para detectar anomalías en registros contables que puedan indicar el pago de sumas por corrupción;
ii. Tácticas de investigación, como seguimiento de pagos, cruces de información, cruces de cuentas  peticiones de información a entidades financieras, con el fin de establecer la ocurrencia de tales pagos.
iii. Manuales, guías o lineamientos que orienten a los órganos o instancias de control que aún no las tengan acerca de la manera en la que debe efectuarse la revisión de los registros contables para detectar sumas pagadas por corrupción.
iv. Programas informáticos que permitan acceder fácilmente a la información necesaria para verificar la veracidad de los registros contables y de los comprobantes con los que éstos se fundamenten.
v. Mecanismos de coordinación institucional que permitan a dichos órganos o instancias obtener fácil y oportunamente de parte de otras instituciones o autoridades la colaboración que necesiten para verificar la veracidad de los registros contables y de los comprobantes con los que éstos se fundamenten o establecer su autenticidad.
vi. Programas de capacitación para los funcionarios de los órganos o instancias encargadas de prevenir y/o investigar la violación de las medidas orientadas a garantizar la exactitud de los registros contables, diseñados específicamente para alertarlos sobre las modalidades utilizadas para disfrazar a través de dichos registros pagos por corrupción e instruirlas sobre la manera de detectarlos.
f. Seleccionar y desarrollar, a través de los órganos o instancias encargadas de prevenir y/o investigar la violación de las medidas orientadas a garantizar la exactitud de los registros contables y de velar porque las sociedades mercantiles y otros tipos de asociaciones obligadas a establecer controles contables internos lo hagan en debida forma, procedimientos e indicadores, cuando sea apropiado y cuando ellos no existan aún, para analizar los resultados objetivos obtenidos en esta materia y para verificar el seguimiento de las recomendaciones formuladas en el presente informe en relación con la misma. (Véase la Sección 2.3 del Capítulo II del presente informe.)
3. SOBORNO TRANSNACIONAL (ARTÍCULO VIII DE LA CONVENCIÓN)

3.1. Existencia de disposiciones en el marco jurídico y/o de otras medidas.

[64]  La República Dominicana cuenta con las siguientes disposiciones relativas al soborno transnacional:
[65]  – El Artículo 4 de la Ley 448-06,
 Soborno en el Comercio y la Inversión, que establece: “Toda persona, ya sea física o jurídica, sujeta a la jurisdicción de la República Dominicana, que ofrezca, prometa u otorgue intencionalmente, directa o indirectamente, a un funcionario extranjero, cualquier objeto de valor pecuniario u otro beneficio, como favor, promesa, o ventaja, para dicho funcionario u otra persona, a cambio de que dicho funcionario realice u omita cualquier acto, en el ejercicio de sus funciones oficiales, en asuntos que afecten el comercio o inversión internacional, se considerará reo de soborno transnacional”.
[66]  – El Artículo 5 establece: “En el caso en que el sobornante, según los Artículos 3 y 4 de la presente ley, sea una persona física, será castigado con la pena de tres (3) a diez (10) años de reclusión, y condenado a una multa del duplo de las recompensas ofrecidas, prometidas u otorgadas, sin que, en ningún caso pueda esa multa ser inferior a cincuenta salarios mínimos. Párrafo.- En los casos en que el sobornante sea un profesional, el dueño o el representante, con autorización de una empresa del sector industrial, agrario, agroindustrial, comercio o servicio, la sentencia podrá inhabilitarlo para el ejercicio de sus actividades por un período de dos (2) a cinco (5) años, a contar de la sentencia definitiva, o según el caso, autorizar el cierre o intervención, por el mismo período, del establecimiento profesional, o empresarial bajo su dirección”.
[67]  El Artículo 6 establece: “En los casos en que el sobornante, según los Artículos 3 y 4 de la presente ley, sea una persona jurídica, será condenado por un período de dos (2) a cinco (5) años al cierre o intervención y a una multa del duplo de las recompensas ofrecidas, prometidas u otorgadas, sin que, en ningún caso, pueda esa multa ser inferior a setenta y cinco salarios mínimos. Párrafo I.- Adicionalmente a la multa a que se condene al sobornante según este artículo, el representante legal de dicha persona jurídica quedará sujeto a las sanciones establecidas en el Artículo 5 de la presente ley. Párrafo II.- En los casos de reincidencia se condenará al cierre o intervención por un período de cinco (5), a diez (10) años, o al cierre definitivo, y a una multa de cuatro veces las recompensas ofrecidas, prometidas u otorgadas, sin que la misma pueda ser inferior a cien (100) salarios mínimos”.
3.2. Adecuación del marco jurídico y/o de otras medidas. 

[68] En lo que hace relación a las disposiciones relativas al soborno transnacional previsto en el artículo VIII de la Convención, que ha examinado el Comité con base en la información que ha tenido a su disposición, puede observarse que las mismas conforman en su conjunto un cuerpo armónico de medidas pertinentes para la promoción de los propósitos de la Convención.
[69]  No obstante lo anterior, el Comité estima apropiado formular algunas observaciones sobre la conveniencia de que el país analizado considerara modificar y complementar ciertas disposiciones legales.
[70]  Primero, el Comité toma nota de que el Artículo 4 de la Ley 448-06, que tipifica como delito el soborno transnacional, no incluye el vocablo “dádivas”, que figura en la Convención. El Comité formulará una recomendación a ese respecto. (Véase la recomendación 3.4(a) en el Capítulo II del presente informe.)
[71]  Segundo, y también con respecto al Artículo 4 de la Ley 448-06, el Comité toma nota de que el Artículo VIII de la Convención usa la frase “relacionado con una transacción de naturaleza económica o comercial”, en tanto que el Artículo 4 de la Ley 448-06 se refiere a “asuntos que afecten al comercio o la inversión internacional”. A este respecto, el Comité toma nota de que el texto usado por el Artículo 4 difiere considerablemente del usado por la Convención, y formulará una recomendación a ese respecto. (Véase la recomendación 3.4(b) en el Capítulo II del presente informe.)
3.3. Resultados del marco jurídico y/o de otras medidas.

[72]  Con respecto a los resultados en este ámbito, la respuesta de la República Dominicana al cuestionario señala lo siguiente: “No existen datos estadísticos para responder a esta pregunta. A la fecha, ninguna persona, dominicana o extranjera, ha sido sometida por violación a esta ley”.
[73]  Teniendo en cuenta lo anterior, el Comité formulará una recomendación al país analizado para que, a través de los órganos  o instancias  encargadas de investigar y/o juzgar el delito de soborno transnacional, al igual que de solicitar y/o brindar la asistencia y cooperación previstas en la Convención en relación con el mismo, considere seleccionar y desarrollar procedimientos e indicadores, cuando sea apropiado y cuando ellos no existan aún, para analizar los resultados objetivos que se obtengan en esta materia y para verificar el seguimiento de las recomendaciones formuladas en el presente informe en relación con la misma. (Véase la recomendación 3.4(c) en el Capítulo II del presente informe).
3.4. Conclusiones y recomendaciones
[74] Con base en el análisis realizado en los acápites anteriores, en relación con la implementación en el país analizado de la disposición prevista en el artículo VIII de la Convención, el Comité formula las siguientes conclusiones y recomendaciones:
[75]  La República Dominicana ha adoptado medidas relativas al delito de soborno transnacional previsto en el Artículo VIII de la Convención, de acuerdo con lo dicho en la sección 3 del capítulo II de este informe.

[76] En vista de los comentarios formulados en dicha sección, el Comité sugiere que el país analizado considere las siguientes recomendaciones:
a. Modificar el Artículo 4 de la Ley 448-06, para hacerlo más congruente con el Artículo VIII de la Convención, incorporando en él el vocablo “dádivas”. (Véase la Sección 3.2 del Capítulo II del presente Informe).
Consideramos suficiente el texto original de la Ley 448-06 ya que la inclusión del término dádiva no modifica el espíritu sancionador de este artículo ni la naturaleza o tipificación del delito que se persigue.

b. Modificar el Artículo 4 de la Ley 448-06 para que sea más plenamente congruente con el Artículo VIII de la Convención, incorporando en su texto la frase “relacionado con una transacción de naturaleza económica o comercial”, y eliminando la frase “en asuntos que afecten al comercio o la inversión internacional”. (Véase la Sección 3.2 del Capítulo II del presente Informe.)

Consideramos suficiente el texto original, toda vez que cuando se refiere a “asuntos que afecten el comercio…” está cumpliendo con las disposiciones de la Convención. No podemos esperar que el ordenamiento jurídico de un Estado Parte sea una copia tal cual de las disposiciones de la Convención, por lo que somos de la opinión de que debe permitírsele cierta discrecionalidad a los Estados Parte obligados a acatar las disposiciones de la Convención en su ordenamiento jurídico interno, de articular la Convención de acuerdo a sus realidades particulares.

c. Seleccionar y desarrollar, a través de los órganos  o instancias  encargadas de investigar y/o juzgar el delito de soborno transnacional, al igual que de solicitar y/o brindar la asistencia y cooperación previstas en la Convención en relación con el mismo, procedimientos e indicadores, cuando sea apropiado y cuando ellos no existan aún, para analizar los resultados objetivos que se obtengan en esta materia y para verificar el seguimiento de las recomendaciones formuladas en el presente informe en relación con la misma. (Véase la Sección 3.3 del Capítulo II del presente Informe.)
4.
ENRIQUECIMIENTO ILÍCITO (ARTÍCULO IX DE LA CONVENCIÓN)

4.1. Existencia y previsiones de un marco jurídico y/o de otras medidas.

[77]  La República Dominicana no cuenta aún con disposiciones que tipifiquen como delito en  enriquecimiento ilícito previsto en el Artículo IX de la Convención.
[78]  A este respecto, en su respuesta al cuestionario la República Dominicana  señala; “Actualmente la figura del enriquecimiento ilícito no está tipificada en la legislación dominicana. En este sentido la Dirección Nacional de Persecución de la Corrupción Administrativa incluyó dentro de un proyecto de ley para modificar la actual ley de Declaración Jurada de Bienes, la tipificación del delito de enriquecimiento ilícito.”

4.2. Adecuación del marco jurídico y/o de otras medidas

[79]  De acuerdo con lo observado en la sección anterior, el Comité formulará la recomendación pertinente al país analizado para que, con sujeción a su Constitución y a los principios fundamentales de su ordenamiento jurídico, tipifique como delito la conducta de enriquecimiento ilícito descrita en el Artículo IX de la Convención. (Véase la recomendación 4.4.1 en el Capítulo II del presente informe.)

4.3. Resultados del marco jurídico y/o de otras medidas

[80]  La ausencia de normativa en la materia no permite hacer una valoración sobre los resultados en este campo.  Habida cuenta de esta circunstancia, el Comité formulará una recomendación. (Véase la recomendación 4.4.2 en el Capítulo II del presente informe.)
4.4. Conclusiones y recomendaciones.

[81]  Con base en el análisis realizado en las secciones anteriores, en relación con la implementación en el país analizado de la disposición prevista en el Artículo IX de la Convención, el Comité formula las siguientes conclusiones y recomendaciones:
[82]  La República Dominicana no ha tipificado el delito de enriquecimiento ilícito previsto en el Artículo VIII de la Convención, de acuerdo con lo dicho en la sección 4 del capítulo II del presente informe.

[83]  En vista de los comentarios formulados en dicha sección, el Comité sugiere que República Dominicana considere las siguientes recomendaciones:

4.4.1. Tipificar como delito, con sujeción a su Constitución y a los principios fundamentales de su ordenamiento jurídico, la conducta de enriquecimiento ilícito prevista en el Artículo IX de la Convención, que se refiere al incremento del patrimonio de un funcionario público con significativo exceso respecto de sus ingresos legítimos durante el ejercicio de sus funciones y que no pueda ser razonablemente justificado por él. (Véase la Sección 4.2 del presente informe.)
4.4.2. Seleccionar y desarrollar, a través de los órganos o instancias que en su momento estén encargadas de investigar y/o juzgar el delito de enriquecimiento ilícito, al igual que de solicitar y/o brindar la asistencia y cooperación previstas en la Convención en relación con el mismo, procedimientos e indicadores, cuando sea apropiado y cuando ellos no existan aún, para analizar los resultados objetivos que se obtengan en esta materia y para verificar el seguimiento de las recomendaciones formuladas en el presente informe en relación con la misma. (Véase la Sección 4.3 del Capítulo II del presente informe.)

5.
NOTIFICACION DE LA TIPIFICACIÓN COMO DELITO DEL SOBORNO TRANSNACIONAL Y EL ENRIQUECIMIENTO ILÍCITO (ARTÍCULO X DE LA CONVENCIÓN)

5.1. Existencia y previsiones de un marco jurídico y/o de otras medidas

[84]  La República Dominicana tipificó como delito el soborno transnacional  previsto en el Artículo VIII de la Convención Interamericana contra la Corrupción, después de la fecha en que ratificó la Convención, tal como se señala en la Sección 3 del Capítulo II del presente Informe.

[85]  A ese respecto, en su respuesta al cuestionario la República Dominicana señala lo siguiente: “Si bien la ley 448-06 sobre Soborno en el Comercio y la Inversión, que tipifica el soborno transnacional de acuerdo al artículo VIII de la CIC, está vigente desde el año 2006, esta aún no ha sido notificada al Secretario General de la OEA. Cabe agregar que ya se han iniciado los trámites y esperamos que a la fecha en que el Comité de Expertos conozca el informe de la República Dominicana para la 3era Ronda de evaluaciones hayamos completado esta formalidad y podamos exhibirlo como un avance más”.
[86]  La República Dominicana no ha tipificado como delito el enriquecimiento ilícito previsto en el Artículo IX de la Convención Interamericana contra la Corrupción.

5.2. Adecuación del marco jurídico y/o de otras medidas

[87]  La República Dominicana tipificó como delito el soborno previsto en el Artículo VIII de la Convención Interamericana contra la Corrupción después de la fecha en que ratificó la Convención, pero aún no ha notificado dicha tipificación al Secretario General de la OEA, conforme a lo previsto en el Artículo X de la misma. En consecuencia, el Comité recomendará que se efectúe esa notificación. (Véase la recomendación contenida en la Sección 5.3(a) del Capítulo II del presente informe.)
[88]  Teniendo en cuenta que el país analizado no ha tipificado como delito el enriquecimiento ilícito previsto en el Artículo IX de la Convención, el Comité le recomendará que cuando lo haga notifique ese hecho al Secretario General de la OEA, conforme a lo dispuesto en el Artículo X de la Convención. (Véase la recomendación contenida en la Sección 5.3(b) del Capítulo II del presente informe.)
5.3. Conclusiones y recomendaciones.

[89]  Con base en el análisis realizado en las Secciones 5.1 y 5.2, que anteceden, en relación con la implementación en el país analizado de la disposición prevista en el  Artículo X de la Convención, el Comité formula las siguientes conclusiones y recomendaciones:
a. La República Dominicana tipificó como delito el soborno transnacional  previsto en el Artículo VIII de la Convención Interamericana contra la Corrupción, después de la fecha en que ratificó la Convención, pero aún no ha notificado al Secretario General de la OEA dicha tipificación, conforme a lo previsto en el Artículo X de la Convención. En consecuencia, el Comité recomienda que efectúe dicha notificación.

b. La República Dominicana no ha tipificado como delito el enriquecimiento ilícito previsto en el Artículo IX de la Convención.  En consecuencia, el Comité recomienda que cuando lo haga, notifique al Secretario General de la OEA ese hecho,  conforme al Artículo X  de la Convención.
6.
EXTRADICIÓN (ARTÍCULO XIII DE LA CONVENCIÓN)

6.1. Existencia y previsiones de un marco jurídico y /o de otras medidas. 

[90]  La República Dominicana cuenta con un conjunto de disposiciones relativas a la extradición, entre las que cabe destacar las siguientes:

[91]  – La Constitución, cuyo Artículo 26 establece, inter-alia, lo siguiente: “La República Dominicana es un Estado miembro de la comunidad internacional, abierto a la cooperación y apegado a las normas del derecho internacional, en consecuencia: 1) Reconoce y aplica las normas del derecho internacional, general y americano, en la medida en que sus poderes públicos las hayan adoptado; 2) Las normas vigentes de convenios internacionales ratificados regirán en el ámbito interno, una vez publicados de manera oficial”.

[92] – La Ley 489, sobre Extradición en la República Dominicana, modificada por la Ley 278-98, cuyo Artículo 1 establece: “El Poder Ejecutivo es la autoridad competente para pedir y conceder la extradición, en su condición de órgano de las relaciones entre los Estados y por tratarse de un acto de soberanía que sólo puede solicitar o conceder la autoridad que represente al Estado, frente a los países extranjeros”. El Artículo 2 establece que las extradiciones se tramitarán de acuerdo con los procedimientos establecidos en tratados y en la Ley 489.
[93] El Artículo 3 de la Ley sobre Extradición, que establece: “Aunque no haya tratados, las extradiciones podrán ser solicitadas o concedidas por el Estado Dominicano, de conformidad con el principio de reciprocidad y la practica del Derecho entre los Estados”.
[94] El Artículo 4 de la Ley sobre Extradición, que dispone: “El Poder Ejecutivo es competente para conceder la extradición de un dominicano en los casos en que exista Convenio de Extradición entre el Estado requeriente y el Estado Dominicano donde quede consignado el principio de reciprocidad y cuando la solicitud del Estado requeriente se refiere a:
[95]  “Tráfico ilícito de drogas y sustancias controladas y el lavado de bienes provenientes de esta actividad, asesinato, secuestro, estupro, sustracción o seducción de menores de quince (15) años, comercio carnal o proxenetismo, robo con violencia, falsificación de monedas, estafas, delitos relativos al tráfico de objetos históricos y arqueológico y la piratería aérea.
[96]  “Párrafo I.- La presente disposición se aplicará sin perjuicio de lo dispuesto en los convenios de extradición vigentes que consignen esta facultad a cargo del Poder Ejecutivo.”
[97]   “Párrafo II.- En los convenios de extradición suscritos por el Estado Dominicano con otros estados, cuando se conceda la extradición de un nacional, no se le aplicará una pena mayor a la máxima establecida en el país, que, al momento de la aplicación de esta Ley, es de treinta (30) años”.
[98]  El Artículo 5, que establece que no se concederá la extradición de extranjeros en los siguientes casos: delitos políticos (Artículo 5(a)); hechos que no estén calificados como infracciones sancionadas en la República Dominicana (Artículo 5(b)); por infracciones exclusivamente militares (Artículo 5(c)); por acogerse al derecho de asilo político (Artículo 5(d)); cuando la infracción fuera contra la religión o constituyera delito de opinión (Artículo 5(e)); debido a la prescripción de acuerdo con la ley del Estado requirente o de la República Dominicana (Artículo 5(f)); cuando la infracción se sancione con pena menor de un año de prisión conforme a la legislación del Estado requirente o a la legislación de la República Dominicana (Artículo 5(g)); cuando el Estado requirente no tiene competencia para juzgar los hechos alegados (Artículo 5(h)), y cuando la persona requerida está cumpliendo condena por un hecho de similar naturaleza o de mayor gravedad al que sirve de fundamento al requerimiento (Artículo 5(i)).
[99]  El Artículo 8 establece que sólo se concederá la extradición de un extranjero cuando la persona requerida haya sido acusada o convicta de los siguientes delitos: tráfico de drogas y lavado de dinero proveniente de esa actividad (Artículo 8(a)); asesinato, infanticidio, parricidio, homicidio intencional, envenenamiento y asociación para delinquir (Artículo 8(b)); tentativa de crímenes que anteceden (Artículo 8(c)); estupro o sustracción de menores, o contacto con un menor (Artículo 8(d)); bigamia (Artículo 8(e)); incendio intencional (Artículo 8(f)); robo con violencia (Artículo 8(g)); terrorismo o sabotaje (Artículo 8(h)); atentados contra la libertad individual (Artículo 8(i)); falsificación o alteración de documentos públicos o comerciales, documentos privados, y uso de tales documentos a sabiendas de que son falsos (Artículo 8(j)), y fabricación de monedas falsas o alteración de monedas o puesta en circulación de monedas a sabiendas de que son falsas o alteradas (Artículo 8(k)).
[100] El Artículo 14 establece que las solicitudes de extradición deben formularse por vías diplomáticas y a través del representante diplomático del Estado requirente acreditado ante el Gobierno de la República Dominicana.
[101]  – El Código Procesal Penal, que en la parte pertinente establece, en el Artículo 155: “Los jueces y el ministerio público deben brindar la máxima cooperación a las solicitudes de las autoridades extranjeras siempre que sean formuladas conforme a lo previsto en los tratados internacionales y en este código”.
[102] El Artículo 160 del Código establece: “La extradición se rige por la Constitución, las normas de los tratados, convenios y acuerdos internacionales adoptados por los poderes públicos y su ley especial en aquello que no se oponga a este código”. El Artículo 162 establece que las solicitudes de extradición de personas que se hallen en la República deben ser remitidas por el Poder Ejecutivo a la Suprema Corte de Justicia. El Artículo 163 establece en la parte pertinente que la Suprema Corte de Justicia puede ordenar la detención de una persona requerida a condición de que “se invoque la existencia de una sentencia o de una orden, se determine con claridad la naturaleza del hecho punible y se trate de un caso en el cual proceda la prisión preventiva según este código en concordancia con el derecho internacional vigente. En caso de urgencia se puede ordenar una medida de coerción, incluyendo la prisión preventiva…El pedido de prisión preventiva se puede hacer por cualquier vía fehaciente y es comunicado inmediatamente a la Secretaria de Estado de Relaciones Exteriores”.

[103] El Artículo 62 del Código, titulado “Competencia universal”, establece: “En los casos en que los tribunales nacionales conocen de hechos punibles cometidos fuera del territorio nacional, es competente, Tribunal de Primera Instancia del Distrito Nacional”.
[104] – La Convención sobre Extradición, suscrita en Montevideo en 1933.

[105] – Los tratados bilaterales de extradición
 mutuamente celebrados por la República Dominicana y Brasil y los Estados Unidos, respectivamente.
6.2. Adecuación del marco jurídico y/o de otras medidas. 

[106] En lo que hace a las disposiciones relativas a la extradición, que ha examinado el Comité con base en la información que ha tenido a su disposición, puede observarse que las mismas conforman un conjunto de medidas pertinentes para la promoción de los propósitos de la Convención. 

[107] No obstante, el Comité estima apropiado formular los siguientes comentarios:

[108] Primero, el Comité observa cierto grado de confusión en la interrelación entre diversas disposiciones contenidas en la legislación sobre extradición de la República Dominicana. Por ejemplo, toma nota de que conforme al Artículo 4 de la Ley sobre Extradición, la extradición de ciudadanos de la República Dominicana está condicionada a la existencia de un tratado entre la República Dominicana y el Estado requirente. Además el Artículo 4 limita expresamente la extradición de nacionales dominicanos a ciertos tipos de delitos, que no comprenden los delitos de corrupción previstos en la Convención.

[109] A este respecto, en el informe presentado por “Participación Ciudadana” se señala: “Como se puede apreciar existe una ausencia de los delitos de corrupción según los términos de la CICC…”
.
[110] El Comité toma nota asimismo de que el párrafo I del Artículo 4 de la Ley sobre Extradición estipula que el mismo se aplica sin perjuicio de lo que establecen los tratados de extradición existentes. Esto puede diferenciarse del Artículo 8, que se refiere a la extradición de extranjeros y  que establece que sólo se concederá la extradición por ciertos delitos, “salvo lo que al respecto dispongan los tratados y convenciones”. Por lo tanto, aunque la lista de delitos extraditables prevista en el Artículo 8 no incluye los actos de corrupción previstos en la Convención, la salvedad incluida parecería facilitar la extradición de extranjeros por esos actos de corrupción, en tanto que el Artículo 4 no parece conceder una flexibilidad similar con respecto a la extradición de dominicanos. 
[111] Lo que antecede es sin perjuicio de lo dispuesto en el Artículo 155 del Código Procesal Penal, citado por la República Dominicana en su respuesta al cuestionario, que requiere que se conceda el máximo grado de cooperación posible a las solicitudes formuladas conforme a lo previsto en los tratados internacionales; además de lo expresado por la República Dominicana en su respuesta al cuestionario en el sentido de que “[…] el Artículo XIII de la Convención establece una cláusula de autoejecutabilidad, que para la Republica Dominicana opera de pleno derecho, en vista de que nuestro país se hizo compromisario sin reservas del indicado instrumento”. A la luz de esta situación el Comité considera que podría ser conveniente que el país analizado establezca disposiciones que garanticen la posibilidad de extraditar tanto a nacionales como a extranjeros por los actos de corrupción previstos en la Convención. El Comité formulará una recomendación. (Véase la recomendación 6.4, ordinal a), del capítulo II de este informe.)

[112] A este respecto “Participación Ciudadana” señala: “Por lo antes expuesto consideramos que la República Dominicana prevé de una manera confusa y contradictoria en su marco jurídico la extradición por los delitos que contempla la CICC. No obstante consideramos que la Convención Interamericana Contra la Corrupción, puede ser considerada como la base jurídica para la extradición, pero esto puede ser sujeto a interpretación por la dispersión e imprecisa normativa en la materia” 
.

[113] Segundo, preocupa al Comité el contenido del Artículo 62 del Código Procesal Penal, que, como lo señala el país analizado, se aplica “si por carencia de ofrecimiento de reciprocidad o por declaración de su propia competencia para juzgar el delito, República Dominicana no entrega a su nacional, le juzgará conforme establece el Art. 62 […]” 

[114] A este respecto el Comité toma nota de que el Artículo 62 no impone el requisito de que los nacionales sean procesados ante tribunales nacionales, sino que establece el foro para el enjuiciamiento de casos relativos a delitos perpetrados fuera de la República Dominicana cuando han de ser juzgados por tribunales nacionales. No obstante, el Comité no ha encontrado disposición alguna que aclare en qué circunstancias la República Dominicana reclamará esa competencia. El Comité no ha observado tampoco la existencia de ninguna disposición que requiera específicamente a la República Dominicana el procesamiento de sus nacionales o de extranjeros cuando concluya que es competente para conocer el asunto El Comité formulará una recomendación a este respecto. (Véase la recomendación 6.4, ordinal b), del capítulo II de este informe.)

[115] Tercero, el Comité toma nota de que en los casos en que se deniega la extradición de una persona sobre la base de que la República Dominicana sea competente en relación con el delito de que se trate, o en los casos en que se deniega la extradición en virtud del tipo de delito supuestamente cometido por la persona requerida, el país analizado expresa en su respuesta al cuestionario: “En cuanto a la información oportuna al Estado requirente acerca del resultado final del enjuiciamiento, de seguro que cumpliremos con lo estipulado en la convención cuando esos casos se susciten”..

[116] No obstante el Comité no ha encontrado disposición alguna en la legislación interna que requiera expresamente a la República Dominicana la realización de esa notificación, por lo cual el Comité formulará una recomendación a este respecto. (Véase la recomendación 6.4, ordinal c), del capítulo II de este informe.)

6.3. Resultados del marco jurídico y/o de otras medidas. 

[117] Con respecto a los resultados en este ámbito, la República Dominicana, en su respuesta, manifiesta lo siguiente: “En materia de extradición pasiva, a República Dominicana no se ha presentado aún caso alguno. En materia de extradición activa, República Dominicana presentó en el año 2005 a los Estados Unidos de América el requerimiento de Shlomo Ben-Tov (alias) Sam Goodson, el cual resultó en fracaso”
.
[118] El Comité, considerando que no posee información adicional a la anterior procesada de tal manera que le permita realizar una evaluación integral de los resultados en esta materia, formulará una recomendación al país analizado, a fin de que seleccione y desarrolle, a través de los órganos o instancias competentes, procedimientos e indicadores, cuando sea apropiado y cuando ellos no existan aún, para verificar el seguimiento de las recomendaciones formuladas en el presente informe en relación con esta materia y para analizar los resultados objetivos obtenidos en relación con las solicitudes de extradición formuladas a otros Estados Partes en la Convención, para la investigación o juzgamiento de los delitos que haya tipificado de conformidad con la misma y los trámites realizados para atender las solicitudes que con el mismo propósito le han formulado otros Estados Partes. (Véase la recomendación 6.4, ordinal d), del capítulo II de este informe.).
[119] Además el Comité estima que sería útil que el Estado analizado considere la posibilidad de adoptar las medidas que estime apropiadas para beneficiarse de una mayor utilización de la Convención en los casos de extradición, las cuales podrían consistir, entre otras, en la implementación de programas de capacitación sobre las posibilidades de aplicación que ofrece la misma en casos de extradición, diseñados específicamente para las autoridades judiciales y administrativas con competencias en esta materia. (Véase la recomendación 6.4, ordinal e), del capítulo II de este informe.)

6.4. Conclusiones y recomendaciones.

[120] Con base en el análisis realizado en los acápites anteriores, en relación con la implementación en el país analizado de la disposición prevista en el artículo XIII de la Convención, el Comité formula las siguientes conclusiones y recomendaciones:
[121] La República Dominicana ha adoptado medidas relativas a la extradición prevista en el Artículo XIII de la Convención, de acuerdo con lo dicho en la sección 6 del capítulo II de este informe.

[122] En vista de los comentarios formulados en dicha sección, el Comité sugiere que la República Dominicana considere las siguientes recomendaciones: 

a. Adoptar las disposiciones necesarias que garanticen la posibilidad de extraditar a nacionales y extranjeros por los actos de corrupción contenidos en la Convención. (Véase la sección 6.2 del capítulo II de este informe.)
b. Adoptar las disposiciones necesarias para aclarar las circunstancias en que la República Dominicana ha de ejercer competencia sobre delitos cometidos en el exterior, así como disposiciones que requieran que el procesamiento se lleve a cabo cuando se ejerza esa competencia. (Véase la sección 6.2 del capítulo II de este informe.)
c. Adoptar las medidas necesarias para implementar un procedimiento que garantice que los Estados requirentes sean notificados oportunamente sobre el resultado final de los casos en que se deniegue una solicitud de extradición en razón a que la República Dominicana asuma la competencia sobre el delito a ser investigado, o en los casos en que se deniegue dicha solicitud por no estar previsto el delito en cuestión  en el Artículo 4 ni en el Artículo 8 de la Ley sobre Extradición. (Véase la   
d. Seleccionar y desarrollar, a través de los órganos o instancias competentes, procedimientos e indicadores, cuando sea apropiado y cuando ellos no existan aún, para verificar el seguimiento de las recomendaciones formuladas en el presente informe en relación con esta materia y para analizar los resultados objetivos obtenidos en relación con las solicitudes de extradición formuladas a otros Estados Partes en la Convención, para la investigación o juzgamiento de los delitos que haya tipificado de conformidad con la misma y los trámites realizados para atender las solicitudes que con el mismo propósito le han formulado otros Estados Partes. (Véase la sección 6.3 del capítulo II de este informe.)

e. Considerar la posibilidad de adoptar las medidas que estime apropiadas para beneficiarse de una mayor utilización de la Convención en los casos de extradición, las cuales podrían consistir, entre otras, en la implementación de programas de capacitación sobre las posibilidades de aplicación que ofrece la misma a casos de extradición, diseñados específicamente para las autoridades judiciales y administrativas con competencia en esta materia. (Véase la sección 6.3 del capítulo II de este informe.)

III.
OBSERVACIONES EN RELACIÓN CON LOS AVANCES EN LA IMPLEMENTACIÓN DE LAS RECOMENDACIONES FORMULADAS EN LOS INFORMES DE LAS RONDAS ANTERIORES

PRIMERA RONDA

[123]  En relación con los avances en la implementación de las recomendaciones que le fueron formuladas en el informe adoptado en la Primera Ronda de Análisis, la República Dominicana no proporcionó información en su respuesta al cuestionario.

[124] A este respecto, el Comité expresa su preocupación ante el hecho de no haber recibido ninguna información específica del Estado analizado, en los términos dispuestos en el artículo 29 del Reglamento y desarrollados en el cuestionario y la metodología adoptados por el Comité para la Tercera Ronda, y al respecto se permite formular las siguientes consideraciones:

[125] 1. El Comité considera pertinente destacar los siguientes antecedentes en relación con lo acordado por los Estados Parte del MESICIC con respecto al seguimiento de la implementación de las recomendaciones:

[126] a. El Documento de Buenos Aires -que dio origen al MESICIC y fue suscrito por todos los Estados miembros de este Mecanismo- prevé que uno de sus propósitos es “dar seguimiento a los compromisos asumidos por los Estados Parte de la Convención y analizar la forma en que están siendo implementados”. Asimismo, establece como características del mismo, entre otras, la de garantizar “un tratamiento igualitario entre los Estados” y la de ser “un ejercicio desarrollado sobre una base consensual y sobre la base del principio de cooperación entre los Estados Parte”.

[127] b. El artículo 29 del Reglamento, adoptado por consenso por todos los miembros del Comité durante su Octava Reunión Ordinaria (septiembre de 2005), dispuso lo siguiente: 

[128] “Artículo 29. Seguimiento en el marco de rondas posteriores. Al comenzar una nueva ronda, el Cuestionario incluirá una sección de “Seguimiento de Recomendaciones” que permita analizar los avances registrados en la implementación de las recomendaciones formuladas en su informe nacional en rondas anteriores. A tal efecto, cada Estado Parte deberá presentar la información respectiva mediante el formato estándar que será proporcionado por el Comité como Anexo al Cuestionario.

[129]  “Respecto de la implementación de las recomendaciones, el Estado Parte se referirá a las eventuales dificultades observadas en su cumplimiento. De considerarlo conveniente, el Estado Parte también podrá identificar qué organismos internos han participado en la implementación de las recomendaciones e identificar necesidades específicas de asistencia técnica o de otro género vinculadas con la implementación de las recomendaciones.

[130]  “Durante la segunda y las subsiguientes rondas, el informe por país de cada Estado Parte deberá referirse a los pasos dados para implementar las recomendaciones adoptadas por el Comité en los informes por país anteriores. El informe por país deberá tomar nota de aquellas recomendaciones que han sido consideradas satisfactoriamente y aquellas que necesiten atención adicional por el Estado analizado”.

[131] c. De acuerdo con lo dispuesto en el citado artículo 29 del Reglamento, el Comité adoptó por consenso, como parte del cuestionario de la Tercera Ronda,
 el formulario estándar en que los Estados deberían presentar la información sobre los avances realizados en las recomendaciones que les hubieran sido formuladas en la Primera y Segunda Rondas. Asimismo, el Comité adoptó por consenso la Metodología para el análisis en la Tercera Ronda,
 la cual establece todas las previsiones y consideraciones en cuanto al alcance del seguimiento que debe realizar el Comité de las recomendaciones formuladas a cada país en los informes por país de la Primera y Segunda Rondas.

[132] 2. El informe adoptado en relación con la República Dominicana, en el marco de la Primera Ronda de Análisis, incluidas las recomendaciones formuladas al Estado en dicho informe, fueron adoptados con el consenso de la República Dominicana como Estado analizado y de acuerdo con el procedimiento dispuesto en el Documento de Buenos Aires y el Reglamento.

[133] 3. En relación con cada una de las recomendaciones formuladas en ambos informes por país, el Comité incluye, en cada caso y de acuerdo con el análisis realizado, unas medidas que estima que el Estado analizado podría tener en cuenta para avanzar en la implementación de tales recomendaciones. De acuerdo con la consideración que dé a las mismas, el Estado analizado siempre podrá avanzar en la implementación de las respectivas recomendaciones a través del desarrollo de las medidas sugeridas por el Comité o de otras medidas alternativas que considere pertinentes.

[134] Por esto, el formato estándar que adoptó el Comité para que los Estados informen sobre los avances en la implementación de las recomendaciones de la Primera y Segunda Rondas, prevé la posibilidad de que el Estado determine la medida o medidas sugeridas por el Comité o la medida o medidas alternativas que ha tomado el Estado para implementar la respectiva recomendación y que describa brevemente las acciones concretas que se han ejecutado en relación con las medidas adoptadas.

[135] 4. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 29 del Reglamento, el citado formato estándar también preveía que el Estado analizado se refiriera a las eventuales dificultades observadas en los procesos de implementación de las respectivas recomendaciones y que, asimismo, podría informar qué organismos internos habrían participado en la implementación de la correspondiente recomendación e identificar necesidades específicas de asistencia técnica o de otro género vinculadas con su implementación.

[136] 5. El Comité desea relevar que, de acuerdo con las decisiones adoptadas por los Estados Parte del MESICIC, la información requerida y el formato estándar en que se solicita sea proveída, en relación con los avances dados por cada Estado en la implementación de las recomendaciones, busca -como uno de sus propósitos fundamentales- facilitar, promover y fortalecer la cooperación entre los Estados Parte, de acuerdo con lo previsto en la Convención, el Documento de Buenos Aires y el Reglamento.

[137] Por lo anterior, el artículo 29 del Reglamento establece que “durante la segunda y las subsiguientes rondas, el informe por país de cada Estado Parte deberá referirse a los pasos dados para implementar las recomendaciones adoptadas por el Comité en los informes por país anteriores. El informe por país deberá tomar nota de aquellas recomendaciones que han sido consideradas satisfactoriamente y aquellas que necesitan atención adicional por el Estado analizado”.

[138] 6. Todo lo anterior pone de relieve la importancia de que el Estado analizado provea información suficiente y detallada en la forma acordada por el Comité. Sin tal información, como es evidente, el Comité no podrá referirse a ningún paso dado o dificultad experimentada por el Estado, ni tomar nota de ninguna recomendación que haya sido considerada satisfactoriamente o de aquellas que requieran atención adicional. Sin dicha información, en esencia, el Comité no puede hacer ningún análisis al respecto ni cumplir con el encargo dispuesto en el artículo 29 del Reglamento.

[139] 7. La ausencia de información sobre la implementación de las recomendaciones, tiene como efecto aún más grave que no se puede cumplir con el propósito fundamental de facilitar, promover y fortalecer la cooperación entre los Estados Parte, de acuerdo con lo previsto en la Convención, el Documento de Buenos Aires y el Reglamento. 

[140] En efecto, al no contar con información al respecto, no se pueden conocer las áreas en que se hayan dado avances que se puedan compartir con los otros Estados y que puedan llegar a ser de utilidad para éstos. Asimismo, ese hecho impide que se puedan compartir las eventuales dificultades observadas por el Estado analizado y así facilitar la cooperación internacional hacía el Estado con miras a la superación de tales dificultades.

[141] Teniendo en cuenta las anteriores consideraciones, el Comité insta a la República Dominicana a que informe sobre los avances que haya realizado en la implementación de las recomendaciones que se le formularon en los informes de la Primera Ronda, en el marco de las próximas reuniones del Comité de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 31 del Reglamento.
[142]  El Comité continuará dándole el seguimiento apropiado a la implementación de las recomendaciones que ha formulado a la República Dominicana, de conformidad con lo previsto en el Reglamento.
1.  
NORMAS DE CONDUCTA Y MECANISMOS PARA HACER EFECTIVO SU CUMPLIMIENTO (ARTÍCULO III, PÁRRAFOS 1 Y 2 DE LA CONVENCIÓN)
1.1.  Normas de conducta para prevenir conflictos de intereses y mecanismos para hacer efectivo su cumplimiento
Recomendación 1.1 

Considerar fortalecer la implementación de leyes y sistemas reglamentarios respecto a los conflictos de intereses, de modo que permitan la aplicación práctica y efectiva de un sistema de ética pública. 

Medidas sugeridas por el Comité pendientes de información sobre su implementación o que requieren atención adicional, en los términos previstos en el informe de la Segunda Ronda:

a) 
Fortalecer el régimen de incompatibilidades e inhabilidades vigente tomando en cuenta, de acuerdo con los alcances que determine la ley y en relación con los cargos que ésta determine, el siguiente aspecto: -Desarrollar otros mecanismos que identifiquen o detecten causas sobrevinientes que pudieran ocurrir en el transcurso del ejercicio de la función pública y originar un conflicto de interés. 

      En la actualidad un equipo multi-institucional trabaja en la elaboración de un anteproyecto sobre conflicto de interés en que incurren funcionarios públicos, para posteriormente someterlo al Congreso Nacional, esto con el fin de cumplir con las disposicinones de La Constitucion Política de la Républica Dominicana establece una serie de incompatiblidades con los cargos públicos. Como el articulo 135: “Los Ministros y Viceministros no pueden ejercer ninguna actividad profesional o mercantil que pudiere generar Conflictos de Intereses”. Tambien los articulos 77, 140 y 144 establecen una serie de incompatibilidades para los cargos públicos.

Provisionalmente la Ley 340-06 sobre Compras y Contrataciones, y la Ley 41-08 sobre funcion pública son las unicas que tratan el tema de las inhabilidades y prohibiciones que tienen los funcionarios publicos. Por ejemplo la Ley 340-06 que en su articulo 14 dice que no podrán ser oferentes ni contratar con el Estado un grupo de altos funcionarios entre los que menciona al Presidente y Vicepresidente de la República, Los Ministros y Viceministros, los Legisladores, los jueces del Poder Judicial, Alcaldes, y otros altos funcionarios e incumbentes de instituciones públicas.

Por otro lado, la ley 41-08 sobre Función Pública en su artículo 80 establece una serie de actos prohibidos para los servidores.
b) 
Considerar la ampliación del régimen de inhabilidades e incompatibilidades a los servidores públicos de todas las ramas del poder público, incluyendo miembros del poder legislativo, del poder judicial, del poder ejecutivo y de los miembros de los órganos superiores de control. 

Ver articulo 14, no. 1 de la ley 340-06 sobre Compras y Contrataciones.

c)
Considerar la eliminación de la disposición del Código de Ética que permite la participación laboral en una institución pública de familiares del titular de la misma. 

La ley 120-01 del Codigo de Etica del Servidor Publico fue derogada por la ley 41-08 de Función Pública. Lo relativo al deber ético de los funcionarios esta regulado por el Régimen Ético y Disciplinario (artículo 77 y siguientes) de la Ley de Función Pública
d) 
Implementar las medidas que considere pertinentes para hacer efectivo el tribunal disciplinario al que se refiere el párrafo III del Código de Ética. 

La ley 41-08 de Función Pública (que deroga el Codigo de Etica del Servidor Público)establece todo lo relativo al régimen disciplinario (articulo 81 y siguientes), grados de las faltas y el procedimiento para aplicar sanciones. 

e) 
Considerar la posibilidad de incorporar en su ordenamiento jurídico una normativa que limite la participación de ex servidores públicos, incluyendo los de alto rango, y en general en situaciones que conlleven el aprovechamiento indebido de la condición de ex servidor público, en un plazo determinado, y sin afectar de manera absoluta su derecho constitucional al trabajo. 
La nueva Constitución Política de la República Dominicana condena en su artículo 135 el conflicto de intereses en que puedan incurrir los Ministros y Viceministros, y además establece otras prohibiciones para los funcionarios públicos. En la actualidad en la República Dominicana un equipo multi-institucional (integrado por la DPCA, Comisión Nacional de Ética, Dirección General de Contrataciones Públicas y Ministerio de Función Pública)  está trabajando en la redacción de un proyecto de ley que regula el conflicto de interés en la admnistración pública.

f)
Reunir información respecto a los casos de conflictos de intereses, tendiente a establecer mecanismos de evaluación que permitan verificar los resultados sobre el tema. 

[143] La República Dominicana no presentó información con respecto a la implementación de la anterior recomendación o sus medidas.  Por lo tanto, el Comité reitera la necesidad de que el país analizado de atención adicional a la implementación de las mismas.
1.2.  
Normas de conducta y mecanismos para asegurar la preservación y el uso adecuado de los recursos asignados a los funcionarios públicos en el desempeño de sus funciones y mecanismos para hacer efectivo su cumplimiento 

Recomendación sugerida por el Comité que fue considerada satisfactoriamente, en los términos previstos en el informe de la Segunda Ronda:

Recomendación 1.2.1

Avanzar, aún más, en el desarrollo de los principios de carácter general vigentes en esta materia, impulsando disposiciones administrativas, legales y reglamentarias que de una forma más detallada contemplen normas de conducta orientadas a asegurar la preservación y el uso adecuado de los recursos asignados a los funcionarios públicos en el desempeño de sus funciones. Previendo, entre otros aspectos, el desarrollo de un elenco detallado de causales que den origen a la responsabilidad disciplinaria y administrativa del servidor público; la definición de las sanciones correspondientes; y la previsión de los mecanismos de reparación del daño a favor del estado, cuando corresponda. 
La ley 41-08 de Función Pública en su capitulo III (art. 81) establece el regimen disciplinario y su procedimiento. Describe las faltas y establece 3 grados de gravedad para estas, y tambien determina sanciones aplicables a los funcionarios públicos que cometen estas faltas.
Recomendaciones sugeridas por el Comité pendientes de información sobre su implementación o que requieren atención adicional, en los términos previstos en el informe de la Segunda Ronda:

Recomendación 1.2.2

Fortalecer la capacidad operativa de la Contraloría General y del DPCA, a fin de que puedan superar los obstáculos que actualmente dificultan procesar un mayor número de inspecciones contables y cumplir cabalmente con las facultades que al respecto confieren los artículos 22 al 24 de la Ley de Contabilidad No. 3894. 

[144] La República Dominicana no presentó información con respecto a la implementación de la anterior recomendación.  Por lo tanto, el Comité reitera la necesidad de que el país analizado de atención adicional a la implementación de la misma.
Recomendación 1.2.3

Fortalecer la capacidad operativa de la Dirección General de Bienes Nacionales a fin de que pueda desarrollar cabalmente las responsabilidades que la ley le otorga relacionadas con la creación y mantenimiento de un inventario de los bienes muebles e inmuebles del Estado. Impulsando medidas que, entre otros aspectos, eviten que el desarrollo de estas funciones dependa de la discrecionalidad del Director de esta Dirección o de cualquier otro funcionario. 

[145] La República Dominicana no presentó información con respecto a la implementación de la anterior recomendación.  Por lo tanto, el Comité reitera la necesidad de que el país analizado de atención adicional a la implementación de la misma.
Recomendación 1.2.4

Continuar y perfeccionar la labor que realiza la Dirección General de Contabilidad en la organización de la contabilidad de Estado, asegurando que ésta cuente con los recursos materiales y humanos necesarios para desempeñar sus labores. 

[146] La República Dominicana no presentó información con respecto a la implementación de la anterior recomendación.  En este sentido, el Comité reitera la necesidad de que el país analizado de atención adicional a la implementación de la misma.
Recomendación 1.2.5

Continuar efectuando gestiones a fin de recuperar, preservar y garantizar el uso adecuado de los recursos públicos, tales como las que impulsa el Instituto Agrario Dominicano, DPCA, la Secretaría de Estado de Educación, y la Oficina Técnica de Transporte Terrestre, de acuerdo con lo expresado en la sección 1.2.3. 

[147] La República Dominicana no presentó información con respecto a la implementación de la anterior recomendación.  Por lo tanto, el Comité reitera la necesidad de que el país analizado de atención adicional a la implementación de la misma.
1.3.  
Normas de conducta y mecanismos en relación con las medidas y sistemas que exijan a los funcionarios públicos informar a las autoridades competentes sobre los actos de corrupción en la función pública de los que tengan conocimiento 
Recomendación 1.3

Considerar la posibilidad de fortalecer los mecanismos con los que cuenta para exigir a los funcionarios públicos denunciar a las autoridades competentes los actos de corrupción en la función pública de los que tengan conocimiento. 

Medidas sugeridas por el Comité que fueron consideradas satisfactoriamente, en los términos previstos en el informe de la Segunda Ronda:

b. 
Reglamentar la presentación de estas denuncias de manera tal que se facilite aún más su presentación, se establezcan requisitos que no causen la inhibición de potenciales denunciantes e implementen mecanismos que protejan, de manera efectiva, a quienes denuncien de buena fe actos de corrupción, incluyendo la posibilidad de presentar estas denuncias manteniendo, en sede administrativa, la confidencialidad de la identidad del denunciante. 

  El día dos de abril del año 2008 la Procuraduría General de la República emitió la Resolución 024 que establecía el Sistema Centralizado de Seguimiento y Monitoreo de Denuncias de Actos de Corrupción. La disposición Quinta de esta resolución establece que al momento de recibir una denuncia al denunciante se le hará saber, la posibilidad de preservar su identidad, y en el caso de que este fuera su deseo. Los datos de la persona que haya solicitado reserva de identidad no podrán ser revelados, salvo requerimiento fiscal o judicial.
c. 
Facilitar la presentación de denuncias, a través del empleo de los medios de comunicación e informática que estime adecuados. 
En la Dirección de Persecusión de la Corrupción Administrativa se reciben denuncias via correo electronico, y a través de nuestra Oficina de Acceso a la Información. 

Tambien, existe la linea de denuncias y quejas del gobierno *311 a través de la cual se reciben denuncias de corrupción y estas son tramitadas a la DPCA.

Y por ultimo, la DPCA recientemente estrenó su nuevo portal web www.dpca.gov.do que cuenta con una aplicación para la recepción de denuncias de corrupcion online y le permite al denunciante dar seguimiento al estado de su denuncia.
Medida sugerida por el Comité pendiente de información sobre su implementación o que requiere atención adicional, en los términos previstos en el informe de la Segunda Ronda:

a.
Analizar la posibilidad de implementar disposiciones y medidas que permitan y faciliten al funcionario público la presentación, en sede administrativa, de denuncias, ya sea creando una instancia en cada institución pública o bien a través de una instancia u órgano que a nivel nacional desempeñe esta labor. Abarcando, además, la posibilidad de que las mismas se refieran no solo a las conductas que se encuentran penalmente tipificadas, sino también a aquellas que constituyen una infracción a las normas y disposiciones administrativas dirigidas a preservar la confianza en la integridad de los funcionarios y en la gestión pública. 
Desde el año 2006 existe un proyecto de Ley de Protección de  Denunciantes de Actos de Corrupción, que proteje a los denunciantes de buena fe y funcionarios publicos que denuncien actos de corrupcion de los cuales tengan conocimiento. Pero lamentablemente esta pieza legal aun no ha sido aprobada ni conocida  por el Congreso, a pesar de la insistencia departe de institucinoes como la DPCA y la Comisión Nacional de Etica y Combate a la Corrupción

[148] La República Dominicana no presentó información con respecto a la implementación de la anterior medida.  Por lo tanto, el Comité reitera la necesidad de que el país analizado de atención adicional a la implementación de la misma.
2.  
SISTEMAS PARA LA DECLARACIÓN DE LOS INGRESOS, ACTIVOS Y PASIVOS (ARTÍCULO III, PÁRRAFO 4 DE LA CONVENCIÓN) 

Recomendación 2.1

Considerar mejorar los sistemas de control y evaluación del contenido de las declaraciones patrimoniales, ingresos, activos y pasivos y regular su publicidad. 

Medidas sugeridas por el Comité pendientes de información sobre su implementación o que requieren atención adicional, en los términos previstos en el informe de la Segunda Ronda:

a. 
Impulsar las decisiones que sean necesarias con el fin de que la obligación de presentar las declaraciones patrimoniales, pasivos y activos, al igual que los mecanismos para su efectivo cumplimiento. Contemplar la posibilidad de establecer en lugar o complementariamente a la nómina expresa de cargos, criterios generales que permitan su individualización, aún cuando la estructura orgánica de la administración sufra modificaciones, de acuerdo con lo dicho en la sección 2.2. de este informe. 

b. 
Perfeccionar los esfuerzos dirigidos a implementar un registro que contenga los datos de los funcionarios públicos obligados a presentar las declaraciones juradas de ingresos, activos y pasivos, previendo mecanismos para su actualización periódica, de manera tal que se facilite la administración y gestión de estas declaraciones. 
El actual sistema automatizado para la recepción de Declaracion Jurada de Bienes cuenta con un listado de cargos y funciones de los funcionarios obligados por la actual ley 82-79

c. 
Complementar las normas sobre el contenido de las declaraciones juradas de ingresos, activos y pasivos de los servidores públicos, de tal manera que se incluya una descripción de la naturaleza o características de los bienes que el funcionario debe individualizar, así como los criterios que deben emplearse para su valoración económica. 

d. 
Implementar un sistema de declaración de bienes patrimoniales, activos y pasivos, orientado a detectar, evitar y sancionar conflictos de intereses, así como casos de enriquecimiento ilícito u otros actos lícitos, señalando expresamente el objetivo que persigue la normativa que regule esta materia. 

e. 
Considerar la conveniencia de exigir la declaración jurada de bienes, ingresos, activos y pasivos, incluyendo una descripción detallada de los ingresos, activos y pasivos que corresponden al cónyuge, a la sociedad conyugal constituida con el cónyuge o conviviente, y a los dependientes en momentos distintos a los ya previstos, estableciendo plazos razonables para su actualización o las circunstancias ante las que se aconseje exigirla. 

f. 
Determinar, dentro de su marco jurídico expresamente la oficina, órgano o entidad que se encargará de la gestión de estas declaraciones, asegurándose que cuente con los recursos materiales y humanos necesarios para desarrollar las labores relacionadas con la eficiente administración de este sistema. 

g. 
Establecer sistemas para hacer efectiva y eficiente la verificación del contenido de la declaración jurada de bienes patrimoniales, ingresos, activos y pasivos, fijando plazos y ocasiones para ello; fortalecer la facultad que tenga la oficina, entidad u órgano encargado de su gestión de programar fiscalizaciones, asegurar que esa fiscalización se aplique a un número representativo de declaraciones; establecer acciones que permitan superar obstáculos para acceder a las fuentes de información que se requieran; y adoptar las decisiones que sean necesarias a fin de que exista una colaboración entre esa entidad y otros sectores tales como el financiero y tributario que facilite el intercambio de información dirigido a verificar el contenido de las mismas. 

h. 
Ampliar el régimen vigente de sanciones e infracciones aplicadas a funcionarios públicos infractores, incluyendo los supuestos que den origen a su aplicación, incluyendo hipótesis tales como la presentación tardía u omisión de información; y contemplando sanciones distintas a las ya previstas que aseguren el efectivo cumplimiento de la presentación de las declaraciones, incluyendo penas o sanciones pecuniarias, así como la prohibición de reingreso a la función pública, cuando se trate de ex-funcionarios que luego de cesar en sus funciones no cumplan con las obligaciones que se establezcan al respecto. 

i. 
Regular las condiciones, procedimientos y demás aspectos que sean procedentes en relación con la publicidad, cuando corresponda, de las declaraciones patrimoniales de ingresos, activos y pasivos, con sujeción a la Constitución y a los principios fundamentales de su ordenamiento jurídico. 

j. 
Implementar programas de capacitación a servidores públicos sobre normas y previsiones relativas a la aplicación del sistema de declaración de bienes, activos y pasivos, así como diseñar e implantar mecanismos de difusión entre los servidores públicos obligados a su cumplimiento, a fin de asegurar el cabal conocimiento de la normativa vigente. 

 En la República Dominicana existe la Ley 82 de 1979 que obliga a un grupo de funcionarios de alta jerarquía de todos los Poderes del Estado a realizar una declaracion jurada de bienes al momento de tomar posesion y a la salida del cargo. Como complemente a esta Ley, el poder ejectivo emitió el Decreto 287-06 que establece el Sistema Automatizado de Declaracion Jurada de Bienes a través del cual los funcionarios pueden hacer su declaracion jurada de bienes via una pagina web ( www.declaracionjurada.gov.do)   El sistema automatizado para la recepción de Declaracion Jurada de Bienes cuenta con un listado de cargos y funciones de los funcionarios obligados por la actual ley 82-79. Entre los bienes a declarar el formulario contiene renglones para efectivo en cuenta bancaria, bienes inmuebles, muebles, vehiculos de motor, inmuebles rurales, productos agricolas, cabezas de ganado, cuentas por cobrar, ingresos y creditos. Tambien obliga al declarante a dar los datos patrimoniales de su conyugue.
[149] La República Dominicana no presentó información con respecto a la implementación de la anterior recomendación o sus medidas.  Por lo tanto, el Comité reitera la necesidad de que el país analizado de atención adicional a la implementación de las mismas.
3.  ÓRGANOS DE CONTROL SUPERIOR EN RELACIÓN CON LAS DISPOSICIONES SELECCIONADAS (ARTÍCULO III, PÁRRAFOS 1, 2, 4 Y 11 DE LA CONVENCIÓN) 

Recomendación 3

Fortalecer la Contraloría General de la República y la Fiscalía General como órganos de control superior, en lo concerniente a las funciones que desarrollan en relación con el control del efectivo cumplimiento de las cuestiones abordadas en los numerales 1, 2, 4, y 11 de la Convención, con el objeto de asegurar la eficacia en dicho control; dotándolos de los recursos necesarios para el cabal desempeño de sus funciones; procurando que cuenten para ello con un mayor apoyo; y estableciendo mecanismos que permitan la efectiva coordinación institucional de sus acciones, cuando corresponda, y una continua evaluación y seguimiento de las mismas. 

Medidas sugeridas por el Comité pendientes de información sobre su implementación o que requieren atención adicional, en los términos previstos en el informe de la Segunda Ronda:

a) 
Designar al Defensor del Pueblo, teniendo en cuenta la importancia de las prerrogativas e independencia que la Ley No. 19-01 otorga a éste funcionario en la salvaguardia de los derechos de la ciudadanía y el correcto funcionamiento de la administración pública. 

b) 
Impulsar las medidas que se consideren pertinentes tendientes a fomentar una mayor eficacia en las funciones que desempeña la Fiscalía General relacionadas con la recepción y el seguimiento de las denuncias que afectan del efectivo cumplimiento de las disposiciones previstas en los numerales 1, 2, 4, y 11 de la Convención. 

c) 
Promover una mayor independencia en el desempeño de las funciones que desarrollan la Contraloría General de la República y la Cámara de Cuentas. Considerar, entre otras medidas, aquellas que garanticen un sistema de designación con poca o ninguna ingerencia del Poder Ejecutivo, como garantía de una mayor imparcialidad en el desempeño de las labores de fiscalización y control de los fondos públicos que realizan, de acuerdo con expresado en la sección 3.2 del presente informe. 

d) 
Impulsar medidas pertinentes para la creación del Órgano competente para la prevención e investigación de la corrupción. 

[150] La República Dominicana no presentó información con respecto a la implementación de la anterior recomendación o sus medidas.  Por lo tanto, el Comité reitera la necesidad de que el país analizado de atención adicional a la implementación de las mismas.
[151] En este sentido, el informe presentado por “Participación Ciudadana” anota que “Aun sigue sin designarse al Defensor del Pueblo, teniendo en cuenta la importancia de las prerrogativas e independencia que la Ley No. 19-01, la cual otorga a éste funcionario en la salvaguardia de los derechos de la ciudadanía y el correcto funcionamiento de la administración pública.”

4.  
MECANISMOS PARA ESTIMULAR LA PARTICIPACIÓN DE LA SOCIEDAD CIVIL Y DE LAS ORGANIZACIONES NO GUBERNAMENTALES EN LOS ESFUERZOS DESTINADOS A PREVENIR LA CORRUPCIÓN (ARTÍCULO III, PÁRRAFO 11 DE LA CONVENCIÓN) 
4.2.  Mecanismos para el acceso a la información

Recomendación 4.2.1

Considerar la posibilidad de avanzar en la implementación de la Ley General de Libre Acceso a Información Pública.  

Medidas sugeridas por el Comité que fueron consideradas satisfactoriamente, en los términos previstos en el informe de la Segunda Ronda:

a) 
Asegurar que el requisito establecido en el inciso d) del artículo 7 de la Ley No. 200-04 sobre la necesidad de incluir en la solicitud el motivo o las razones por las que se requiere la información no constituya un impedimento en el ejercicio del más amplio acceso a la misma, de manera tal que baste la invocación de un interés general en la información para satisfacer este requisito. 

b)
Impulsar un programa de divulgación pública, de alcance general, sobre los derechos, normas y procedimientos que se derivan de la Ley No. 200-04.

c) 
Poner en práctica programas de capacitación y actualización dirigidos a los servidores públicos que corresponda, incluidos los del Poder Judicial, a fin de que éstos puedan aplicar, debida y oportunamente, las disposiciones que protegen el acceso a la información; y tengan claridad sobre los límites de este derecho y consecuencias que pueden derivarse de la negación injustificada de información. Incluyendo, además, la instrucción sobre las formas y mecanismos que pueden facilitar la sistematización y el mantenimiento actualizado de la información, de acuerdo con el artículo 4 de la Ley 200-04.

Medida sugerida por el Comité pendiente de información sobre su implementación o que requiere atención adicional, en los términos previstos en el informe de la Segunda Ronda:

d) 
Asignar fondos públicos que garanticen adecuadamente la aplicación de la Ley No. 200-04 y que permitan, entre otros aspectos: i) crear las instancias previstas en la misma, asegurándoles los recursos humanos, técnicos y financieros, necesarios para su adecuado funcionamiento; ii) divulgar los sistemas y los servicios que se ofrecen, a través de la creación y utilización de la una organización interna hasta ahora no prevista; iii) cumplir con la obligación que tienen todos los organismos públicos centralizados y descentralizados del Estados de instrumentar la publicación de sus páginas Web a fin de difundir de una manera amplia el quehacer de la Administración; y iv) crear y poner en operación los centros de intercambio de información y atención al cliente o usuario previstos en esta normativa. 

[152] La República Dominicana no presentó información con respecto a la implementación de la anterior medida.  Por lo tanto, el Comité reitera la necesidad de que el país analizado de atención adicional a la implementación de la misma.
[153] En este sentido, el informe presentado por “Participación Ciudadana” anota que “A la fecha un bajo porcentaje de instituciones del Estado dominicano cuentan con las estructuras, mecanismos, recursos humanos y financieros para garantizar el libre acceso a las informaciones públicas.”

Recomendación sugerida por el Comité pendiente de información sobre su implementación o que requiere atención adicional, en los términos previstos en el informe de la Segunda Ronda:

Recomendación 4.2.2

Considerar el diseño de un mecanismo que permita hacer un seguimiento de los resultados objetivos que traigan consigo la aplicación de la Ley No. 200-04 y su reglamento y que garantice su difusión. 

[154] La República Dominicana no presentó información con respecto a la implementación de la anterior recomendación.  Por lo tanto, el Comité reitera la necesidad de que el país analizado de atención adicional a la implementación de la misma.
A la fecha el Consejo Nacional para la Reforma del Estado (CONARE) ha instalado 110 oficinas de Acceso a la Información (OAI) en diferenes instituciones de la administracion pública.
Si bien aun no se ha creado el organismo regulador en materia de Acceso a la Información en la República Dominicana, el ejercicio de este derecho ciudadano se ejerce sin ningun tipo de trabas.

La nueva Constitucion Política de la República Dominicana no contempla reestricciones al libre acceso a la información. 
4.3.
Mecanismos de consulta 

Recomendación 4.3

Complementar los mecanismos de consulta vigentes, estableciendo, cuando corresponda, procedimientos que otorguen mayores oportunidades de realizar consultas a la sociedad civil y a las organizaciones no gubernamentales con anterioridad al diseño de políticas públicas y a la aprobación final de disposiciones legales. 

Medidas sugeridas por el Comité pendientes de información sobre su implementación o que requieren atención adicional, en los términos previstos en el informe de la Segunda Ronda:

a) 
Promover espacios, en el marco del Congreso Nacional, que brinden a la sociedad civil mayores oportunidades de expresar su opinión durante el proceso de discusión y aprobación normativa; contemplando la obligatoriedad de brindarlos cuando se discutan materias cuya importancia o sensibilidad aconseje esa participación. 

b) 
Promover, fomentar y generalizar la experiencia de algunos gobiernos locales que han promovido e institucionalizado espacios de participación de la sociedad civil en el combate la corrupción. 

c) 
Considerar la aplicación de instrumentos de consulta a nivel nacional, similares a los contemplados en el Régimen Municipal con facultades para conocer y proponer determinadas políticas públicas, incluyendo, la posibilidad de que éstos puedan ser convocados, tanto a nivel local como nacional, por iniciativa popular, en las materias que República Dominicana considere puedan ser útiles. 

d) 
Diseñar y poner en funcionamiento programas para difundir los mecanismos de consulta en la gestión pública y, cuando sea apropiado, capacitar y facilitar las herramientas necesarias a la sociedad civil, a las organizaciones no gubernamentales, así como también a los funcionarios públicos para utilizar tales mecanismos. 

e) 
Avanzar en la implementación y en el perfeccionamiento de los espacios de participación ya existentes, asegurando que los mismos operen de manera efectiva, garanticen la participación activa de la sociedad civil en la gestión pública en los esfuerzos dirigidos a prevenir la corrupción, y definan expresamente el valor que se dará a las mismas. 

[155] La República Dominicana no presentó información con respecto a la implementación de la anterior recomendación o sus medidas.  Por lo tanto, el Comité reitera la necesidad de que el país analizado de atención adicional a la implementación de las mismas.
La Constitución Política de la Républica aprobada en el 2010 introduce nuevas formas de participacion ciudadana como la iniciativa legislativa popular, el referendo aprobatorio y el, plebisito. El articulo 22, cuando ser refiere a los Derechos de Ciudadanía, establece en su numeral 2 “Decidir sobre los asuntos que se les propongan mediante referendo”, y el numeral 3 “ Ejercer el derecho de iniciativa popular, legislativa y municipal, en las condiciones fijadas por esta Constitución y las leyes”.

El articulo 97 establece la Iniciativa legislativa popular “mediante la cual un numero de ciudadanos y no menor del dos por ciento de los inscritos en el registro de elctores, podrá presentar proyectos de ley ante el Congreso Nacional”. Aun hace falta que se apruebe una ley especial que establezca el procedimiento y restricciones para el ejercicio de esta iniciativa.
El articulo 203 establece los mecanismos directos de participación local y ordena a una futura ley Organica de Participación Local a establecer los ambitos y requisitos para ejercer la iniciativa normativa, el referendo y el plebiscito a nivel local y municipal.

El articulo 210 establece que las consultas populares mediante referendo estarán sujetas a dos condiciones: 1. No podrá tatarse sobre aprocacion ni revocación de mandato de ninguna autoridad electa o designada. 2. Requerirán de previa aprobación congresual con el voto de las dos terceras partes de los presentes en cada cámara.

Y en cuanto a la reforma constitucional, el articulo 272 establece que “cuando la reforma verse sobre derechos garantas fundamentale y deberes, el ordenamiento territorial y municipal, el regimen de nacionalidad, ciudadanía y extranjería, el regimen de la moneda, y sobre procedimientos de reforma instituidos en esta Constitución, requerirá de la ratificación de la mayoría de los ciudadanos con derecho electoral, en referendo aprobatorio…”. 
4.4.
Mecanismos para estimular la participación en la gestión pública

Recomendación 4.4.

Fortalecer y continuar implementando mecanismos que alienten a las organizaciones de la sociedad civil y no gubernamentales a participar en la gestión pública. 

Medidas sugeridas por el Comité pendientes de información sobre su implementación o que requieren atención adicional, en los términos previstos en el informe de la Segunda Ronda:

a) 
Establecer mecanismos, adicionales a los ya vigentes, que fortalezcan la participación de las organizaciones de la sociedad civil en la gestión pública, especialmente en los esfuerzos para prevenir la corrupción y lograr avances en su institucionalización y regulación, en forma integral y con carácter permanente. 

b) 
Determinar que el resultado que se derive del ejercicio de esos mecanismos, sea considerado en el proceso de toma de decisiones. 

c) 
Diseñar y poner en funcionamiento programas para difundir los mecanismos y estimular la participación en la gestión pública como instrumentos en la lucha contra la corrupción y, cuando sea apropiado, capacitar y facilitar las herramientas necesarias a la sociedad civil, a las organizaciones no gubernamentales, así como también a los funcionarios y empleados públicos para utilizar tales mecanismos. 

[156] La República Dominicana no presentó información con respecto a la implementación de la anterior recomendación o sus medidas.  Por lo tanto, el Comité reitera la necesidad de que el país analizado de atención adicional a la implementación de las mismas.
4.5.
Mecanismos de participación en el seguimiento de la gestión pública

Recomendación 4.5.

Fortalecer y continuar implementando mecanismos que alienten a las organizaciones de la sociedad civil y no gubernamentales a participar en el seguimiento de la gestión pública. 

Medidas sugeridas por el Comité pendientes de información sobre su implementación o que requieren atención adicional, en los términos previstos en el informe de la Segunda Ronda:

a) 
Promover, cuando sea apropiado, formas adicionales de participación que permitan, 

faciliten y asistan a las organizaciones de la sociedad civil en el desarrollo de actividades para el seguimiento de la gestión pública y alcanzar avances en su institucionalización y regulación, asegurando el carácter permanente de algunas de estas instancias. 

b) 
Considerar la implementación de programas de difusión y capacitación dirigidos a la 

sociedad civil y a las organizaciones no gubernamentales. Asimismo, el Comité considera que la República Dominicana podría beneficiarse a través de la presentación de informes periódicos que presente el gobierno para crear conciencia sobre su labor, de acuerdo a lo expresado en la sección 4.5.2. de este informe.
[157] La República Dominicana no presentó información con respecto a la implementación de la anterior recomendación o sus medidas.  Por lo tanto, el Comité reitera la necesidad de que el país analizado de atención adicional a la implementación de las mismas.
5.
ASISTENCIA Y COOPERACIÓN (ARTÍCULO XIV DE LA CONVENCIÓN) 

Recomendaciones sugeridas por el Comité pendientes de información sobre su implementación o que requieren atención adicional, en los términos previstos en el informe de la Segunda Ronda:

Recomendación 5.1. 

Contemplar la posibilidad de profundizar y ampliar aún más las relaciones, obligaciones y acciones derivadas de los compromisos internacionales suscritos en las materias que analiza el Comité y que son objeto de esta primera ronda de análisis, a fin de impulsar una mayor asistencia mutua para la investigación o juzgamiento de casos de corrupción. 

Recomendación 5.2. 

Continuar determinando aquellas áreas específicas en las cuales República Dominicana considere que necesita la cooperación técnica de otros Estados parte para fortalecer sus capacidades de prevenir, detectar, investigar y sancionar actos de corrupción. Así también, la República Dominicana podrá continuar determinando y priorizando las solicitudes de asistencia recíproca para la investigación o juzgamiento de casos de corrupción. 

[158] La República Dominicana no presentó información con respecto a la implementación de las anteriores recomendaciones.  Por lo tanto, el Comité reitera la necesidad de que el país analizado de atención adicional a la implementación de las mismas.
6.  AUTORIDADES CENTRALES (ARTÍCULO XVIII DE LA CONVENCIÓN) 
Recomendación 6

Asegurar que el DPCA como autoridad central designada por el Estado analizado para los propósitos de la CICC cuente con los recursos necesarios para el adecuado cumplimiento de sus funciones. 

[159] La República Dominicana no presentó información con respecto a la implementación de la anterior recomendación.  Por lo tanto, el Comité reitera la necesidad de que el país analizado de atención adicional a la implementación de la misma.
7.  RECOMENDACIONES GENERALES 

Recomendaciones sugeridas por el Comité pendientes de información sobre su implementación o que requieren atención adicional, en los términos previstos en el informe de la Segunda Ronda:

Recomendación 7.1. 

Diseñar e implementar, cuando corresponda, programas de capacitación de los servidores públicos responsables de la aplicación de los sistemas, normas, medidas y mecanismos considerados en el presente informe, con el objeto de asegurar su adecuado conocimiento, manejo y aplicación. 

Recomendación 7.2. 

Seleccionar y desarrollar procedimientos e indicadores, cuando sea apropiado, que permitan verificar el seguimiento de las recomendaciones establecidas en el presente informe y comunicar al Comité, a través de la Secretaría Técnica, sobre el particular. A los efectos señalados, podrá tomar en cuenta el listado de indicadores más generalizados, aplicables en el sistema interamericano que estuvieran disponibles para la selección indicada, por parte del Estado analizado, que ha sido publicada por la Secretaría Técnica del Comité, en página en Internet de la OEA, así como información que se derive del análisis de los mecanismos que se desarrollen de acuerdo con la recomendación 7.3 siguiente. 

Recomendación 7.3. 

Desarrollar, cuando sea apropiado, y cuando ellos no existan, procedimientos para analizar los mecanismos mencionados en este informe, así como las recomendaciones contenidas en el mismo. 

[160] La República Dominicana no presentó información con respecto a la implementación de las anteriores recomendaciones.  Por lo tanto, el Comité reitera la necesidad de que el país analizado de atención adicional a la implementación de las mismas.
SEGUNDA RONDA

[161] El Comité observa, en relación con la implementación de las recomendaciones que le fueron formuladas a la República Dominicana en el informe de la Segunda Ronda, con base en la información que ha tenido a su disposición, lo siguiente:

1.
SISTEMAS PARA LA CONTRATACIÓN DE FUNCIONARIOS PÚBLICOS Y PARA LA ADQUISICIÓN DE BIENES Y SERVICIOS POR PARTE DEL ESTADO (ARTÍCULO III, PÁRRAFO 5 DE LA CONVENCIÓN)

1.1. Sistemas para la contratación de funcionarios públicos

Recomendación 1.1.1:

Fortalecer los sistemas para la contratación de empleados en la Administración Pública.  
Medidas sugeridas por el Comité: 

a)
Diseñar e implementar mecanismos de adecuada verificación de la idoneidad de los candidatos a todos los cargos de la Administración Pública y detección de posibles conflictos de intereses.  

b) Implementar una disposición específica, que salvo excepciones que la ley señale, establezca que los cargos de la Administración Pública se llenen sobre la base de los principios de publicidad, equidad y eficiencia consagrados por la Convención, y que establezca el concurso de oposición como el mecanismo general de acceso.   
c) Considerar la posibilidad de derogar el artículo 42 de la Ley 14-91 y el artículo 77 del Reglamento 81-94, para reducir la probabilidad del ingreso de personas en el servicio de carrera basándose en consideraciones distintas del mérito.  

d) Establecer directrices que garanticen la adecuada aplicación del artículo 75(c) del Reglamento 81-94, para que la duración de las designaciones temporales para llenar cargos del servicio de carrera de carácter permanente no pase de un año.  

e) Implementar disposiciones que requieran la publicación de todas las vacantes en la Administración Pública, y los concursos para llenar cargos del servicio de carrera.  

f) Implementar disposiciones que generen oportunidades adicionales a nivel administrativo y judicial, que permitan a las personas impugnar el proceso de selección aplicado en la Administración Pública. 

[162] En su respuesta,
  y con respecto a la implementación de la recomendación antes transcrita y sus medidas, la República Dominicana presenta información, de la cual el Comité destaca, como un paso que contribuye al avance en la implementación de la misma, lo siguiente:
[163] La entrada en vigor de la Ley No. 41-08, sobre el Servicio Publico, la cual “…crea la Secretaria de Estado de Administración Publica y regula lo referente al personal que labora en la administración publica y su relación con el Estado, y sustituye la antigua ley 14-91 de Servicio Civil y Carrera Administrativa y su Reglamento de Aplicación 81-94. Aunque a la fecha todavía no se ha sancionado el reglamento de aplicación de la nueva ley”
[164] – El Articulo 1 de la Ley No. 41-08, que prevé que su objeto es “regular las relaciones de trabajo de las personas designadas por autoridad competente para desempeñar los cargos presupuestados para la realización de funciones públicas en el Estado, los municipios y las entidades autónomas, en un marco de profesionalización y dignificación laboral de sus servidores.” Párrafo.- Los principios y disposiciones fundamentales de la presente ley serán aplicables a aquellos regímenes de carrera que sean establecidos por otras leyes. Asimismo, esta ley será de aplicación supletoria en todo cuanto no estuviera previsto en dichas leyes.”
[165] – El Articulo 18 de la Ley No. 41-08, que prevé cuatro categorías de Servidores Públicos: (1) “Funcionarios o servidores públicos de libre nombramiento y remoción”; (2) “Funcionarios o servidores públicos de carrera”; (3) “Funcionarios o servidores públicos de estatuto simplificado”; y (4) “Empleados temporales”. 
[166] – El Articulo 38 de la Ley No. 41-08, que dispone que “Las vacantes que se produzcan en los cargos de carrera serán cubiertas en primer lugar mediante concursos internos para ascensos organizados de todo funcionario público, y en caso de declararse desiertos, se convocará a concursos externos. Corresponderá a la Secretaría de Estado de Administración Pública la organización de dichos concursos, tarea que deberá coordinar con las Oficinas de Recursos Humanos de los órganos o entidades a los que pertenezcan los cargos vacantes. La reglamentación complementaria de la presente ley regulará los procesos de convocatoria y realización de los concursos internos y externos antes señalados.”
[167] – El Articulo 39 de La Ley No. 41-08, que dispone que “La convocatoria de todo concurso interno o externo de libre competición, deberá ser ampliamente publicitado, con preferencia en la jurisdicción del cargo y contener de forma clara y precisa las menciones previstas en el reglamento de la presente ley.”
[168] – El Articulo 72 de la Ley No. 41-08, que dispone que “Los servidores públicos tendrán derecho a interponer los recursos administrativos de reconsideración y jerárquico, con el objetivo de producir la revocación del acto administrativo que les haya producido un perjuicio, agotados los cuales podrán interponer el recurso contencioso-administrativo por ante la Jurisdicción Contenciosa Administrativa.”
[169] Con respecto a la implementación de la medida (a) de la recomendación que antecede, el Comité no observa ninguna disposición de la Ley 41-08 que establezca medidas para la adecuada verificación de las aptitudes de los candidatos a cargos del sector público, ni medidas encaminadas a garantizar la detección de posibles conflictos de interés con respecto a candidatos.  A ese respecto el Comité toma nota de la necesidad de que el país analizado continúe dando atención a la implementación  de la medida (a) de esta recomendación.

[170] Con respecto a la implementación de la medida (b) de la recomendación que antecede,  el Comité toma nota de que si bien la Ley 41-08 prevé el acceso a cargos de carrera para el servicio público a través de concurso, no establece el concurso como el medio general de acceso al sistema, ni establece que las vacantes hayan de llenarse sobre la base de los principios de publicidad, equidad y eficiencia consagrados en la Convención. A ese respecto el Comité toma nota de la necesidad de que el país analizado continúe dando atención a la implementación de la medida (b) de esta recomendación.

[171] Con respecto a la implementación de la medida (c) de la recomendación que antecede,  el Comité toma nota de que el Artículo 42 de la Ley 14-91 y el Artículo 77 del Reglamento 81-94 ya no están vigentes, por lo cual el Comité toma nota de la consideración satisfactoria de la medida (c) de la recomendación que antecede.

[172] Con respecto a la implementación de la medida (d) de la recomendación que antecede,  el Comité toma nota de que en virtud de la sanción de la Ley 41-08 ha quedado derogado el Reglamento 81-94. En consecuencia, el Comité toma nota de la consideración satisfactoria de la medida (d) de la recomendación que antecede. 

[173] Con respecto a la implementación de la medida (e) de la recomendación que antecede, el Comité toma nota del paso dado por el país analizado, en el sentido de que la Ley No. 41-08 establece que debe darse amplia publicidad a todos los concursos internos o externos. No obstante, el Comité toma nota de que  el Artículo 39 de la Ley No. 41-08 sólo prevé concursos para cargos de carrera, en tanto que la medida (e) de la recomendación contempla la publicación de todas las vacantes del Poder Ejecutivo. En consecuencia, el Comité toma nota de la necesidad de que el país analizado continúe dando atención a la implementación de la medida (e) de esta recomendación.

[174] Con respecto a la implementación de la medida (f) de la recomendación que antecede, el Comité toma nota del paso dado por el país analizado, en el sentido de que la Ley No. 41-08 contiene disposiciones que permiten impugnar las decisiones sobre selección. No obstante, el Comité toma nota asimismo de que esa medida fue sugerida en parte debido a que la República Dominicana, en su respuesta al cuestionario de la Segunda Ronda, manifestó que “… el reglamento no plantea un procedimiento para que los servidores públicos puedan encaminar sus reclamos por esta vía, además que las rutas procedimentales que se mencionan en el reglamento No. 81-94 (conciliación ante las Comisiones de Personal, recurso de reconsideración, jerárquico y contencioso administrativo), solo se encuentran habilitadas para aquellas personas que ya son empleados de la institución.. Los ciudadanos comunes que hayan aspirado a una posición solo podrían demandar por la vía del derecho ordinario…”
 
[175] A este respecto el Comité considera que no existen disposiciones que permitan a los aspirantes a cargos en el Poder Ejecutivo impugnar decisiones sobre selección a nivel administrativo, y en consecuencia el Comité toma nota de la necesidad  de que el país analizado continúe dando atención a la implementación de la medida (f) de esta recomendación.

Recomendación 1.1.2:

Fortalecer los sistemas para la contratación de empleados del Poder Legislativo.
 

[176] El Comité toma nota de que en su respuesta, la República Dominicana no hizo referencia a medidas adoptadas en relación con la implementación de la recomendación 1.1.2, que antecede.  
[177] No obstante, el Comité, considerando (como se explicó en la nota al pie de página No. 38 de este informe), que recién en su sesión plenaria del 6 de diciembre de 2007 se le informó de la existencia de la Ley No. 02-06 sobre la Carrera Administrativa, y por esta extemporaneidad  no pudo realizar en ese entonces análisis alguno de dicha Ley, toma nota ahora de las siguientes disposiciones de la misma, las cuales considera como pasos que contribuyen a la implementación de la recomendación 1.1.2:
[178]  – El Articulo 7 de la Ley No. 02-06, la cual establece la Comisión Bicameral de la Carrera Administrativa del Congreso Nacional como órgano rector del sistema integral de recursos humanos.

[179] – El Articulo 10 de la Ley 02-06, que crea el Comité Técnico de Gestión, compuesto por “a) El Director de Recursos Humanos del Senado de la República; b) El Director de Recursos Humanos de la Cámara de Diputados; c) El Secretario General de la Cámara de Diputados; d) El Secretario General Legislativo del Senado; e) El Secretario General Administrativo o el Director Financiero del Senado; f) El Director Administrativo y Financiero de la Cámara de Diputados; g) Coordinador de Comisiones del Senado; h) Coordinador de Comisiones de la Cámara de Diputados; i) Director del Departamento de Planificación y Desarrollo Institucional del Senado; j) Director del Departamento de Planificación y Desarrollo Institucional de la Cámara de Diputados; k) Consultor Jurídico del Senado; l) El encargado de la Oficina Técnica de Revisión Legislativa. 

[180] – El Articulo 17 de la Ley 02-06, que dispone que en cada Cámara del Congreso habrá una Dirección de Recursos Humanos.

[181] – El Articulo 26 de la Ley 02-06, que dispone que “Los cargos, empleados y funcionarios administrativos que conforman el Congreso Nacional, de acuerdo con la naturaleza del servicio que prestan y la forma de incorporación al mismo, quedan distribuidos en las categorías siguientes: a) Cargos, empleados y funcionarios de carrera: Son aquellos agentes que prestan servicios en las funciones propias de la institución y que están sujetos a las normas de ingreso basadas en el principio de mérito personal demostrado por concurso de oposición, selección, remuneración, promoción, régimen ético y disciplinario, así como las demás disposiciones de la presente ley y sus normas complementarias; b) Cargos, servidores y funcionarios de libre nombramiento y remoción: Son cargos de asistencia directa y de confianza de los legisladores de ambas cámaras, cuya designación y remoción corresponde libremente al Presidente de la cámara de que se trate, sin la necesidad del concurso de oposición. En todo caso, cesará de modo automático cuando cese el legislador al cual le sirve; c) Cargos y servidores contratados: Son aquellos que desempeñan funciones no atribuidas a los cargos de carrera administrativa y para una labor u obra determinada. Este personal es excluido de la carrera, y su provisión y remoción la hará libremente el titular de la cámara de que se trate en función de las necesidades específicas  según lo determine la Presidencia de cada cámara en coordinación con sus respectivas Direcciones de Recursos Humanos y Departamentos de Planificación y Desarrollo Institucional.” 

[182] – El Articulo 2(a) de la Ley 02-06, que dispone, en su parte pertinente, lo siguiente:  “La función pública administrativa en el Congreso Nacional, está regida por un conjunto ordenado y sistemático de principios fundamentales que constituyen la esencia del régimen jurídico que la rige, a saber:  a) Del mérito personal: Reconoce el derecho que asiste a todo dominicano para que sus méritos profesionales y técnicos permitan acceder a una posición en la Administración del Congreso Nacional; b) De la igualdad de oportunidades: Confiere a todos los dominicanos el derecho de ingresar a una función administrativa en el Congreso Nacional libre de discrimen político, religioso, social, de género o de otra índole; c) De la libre competición: Consagra la obligación de cubrir las plazas vacantes mediante concurso basado en el mérito personal de los participantes y sujeto a las medidas de publicidad establecidas para el conocimiento público;”
[183] – El Articulo 19 de la Ley 02-06, que dispone en su parte pertinente, que, “El procedimiento de lo Contencioso Administrativo, es la acción jurisdiccional competente, para conocer de las controversias que nazcan de los conflictos surgidos entre el Congreso Nacional y sus agentes pertenecientes a la Carrera Administrativa del Congreso Nacional…”

[184] – El Articulo 27 de la Ley 02-06, que dispone que “El ingreso a la Carrera Administrativa del Congreso Nacional se realiza a través de concurso de oposición, basado en principios científicos generalmente aceptados, relativos al reclutamiento y selección de personal y a aquellos otros previstos en esta ley, el reglamento y el Manual de Cargos Clasificados.”

[185]  – El Articulo 28 de la Ley 02-06, que dispone que “Los llamados a concursos de oposición, como consecuencia del proceso de reclutamiento y selección de candidatos a optar por una posición dentro de la Carrera Administrativa del Congreso Nacional, se publicarán con suficiente antelación en un diario de circulación nacional y contendrán los requerimientos de idoneidad establecidos en el Manual de Clasificación de Cargos del Congreso Nacional.” 

[186] Con respecto a las disposiciones que anteceden, el Comité toma nota de que en ellas se prevé un sistema de contratación en el Poder Legislativo basado en el mérito y la igualdad, así como las autoridades rectoras y los administradores del sistema, mecanismos de publicidad de vacantes y mecanismos de impugnación judicial a través del procedimiento contencioso administrativo.

[187] No obstante, el Comité toma nota asimismo de que en la ley en cuestión no se prevén mecanismos administrativos de impugnación, consistentes en recursos tendientes a aclarar, modificar o revocar actos sustantivos en procesos de selección. Además el Comité toma nota de que en el Artículo 19 de la ley en cuestión se prevé que el procedimiento contencioso administrativo es el mecanismo apropiado para resolver controversias entre el Congreso Nacional y sus agentes. A este respecto el Comité toma nota de que ello no permitiría a los aspirantes a cargos en el Congreso Nacional cuestionar o impugnar decisiones sobre selección, a menos que ya fueran empleados del Congreso Nacional.
[188] Además, si bien en el Artículo 2 de la ley en cuestión se establece que el mérito y la igualdad son las bases del sistema de reclutamiento en el Congreso Nacional, y si bien en su Artículo 27 se prevé que el ingreso en la carrera Administrativa en el Congreso Nacional se realiza mediante concurso, el Comité toma nota de que el Artículo 26(c) de dicha ley excluye del sistema de carreras administrativas y, en consecuencia, del requisito de que el ingreso se lleve a cabo a través del concurso, al personal contratado para tareas específicas. Expresamente, el Artículo 27(c) establece que la contratación de esos empleados, “…la hará libremente el titular de la cámara de que se trate en función de las necesidades específicas  según lo determine la Presidencia de cada cámara en coordinación con sus respectivas Direcciones de Recursos.”
[189] En vista de lo anterior, el Comité toma nota de los pasos dados por la República Dominicana para avanzar en la implementación de la recomendación 1.1.2, que antecede, y sus medidas, y de la necesidad de que esos pasos continúen, especialmente con respecto a mecanismos administrativos y judiciales de impugnación de decisiones sobre selección, y de que se asegure que el ingreso al Congreso Nacional se base en los principios de mérito y equidad consagrados en la Convención.

Recomendación 1.1.3:

Fortalecer los sistemas para la contratación de empleados del Poder Judicial, mediante la implementación de disposiciones que se apliquen a empleados 
distintos de los jueces.  

[190] El Comité observa que en su respuesta, la República Dominicana no se refirió a pasos dados con respecto a la implementación de la medida 1.1.3, que antecede.  Por lo tanto, el Comité toma nota de la necesidad de que el Estado analizado de atención adicional a su implementación.
Recomendación 1.1.4:

Realizar un examen general del régimen de reclutamiento y selección, y basándose en el mismo implementar las disposiciones necesarias para que la mayoría de los empleados y altos funcionarios ingresen en el servicio a través de mecanismos de concurso y sobre la base del mérito, en consonancia con los principios de publicidad, equidad y eficiencia previstos por la Convención.  

[191] En su respuesta,
 la República Dominicana presenta información con respecto a la implementación de la anterior recomendación.  Por lo tanto, el Comité toma nota, como un paso que contribuye al proceso de implementación de la misma, lo siguiente:

[192] – La Ley no. 41-08 sobre el Servicio Publico.

[193] El Comité toma nota de la medida adoptada por la República Dominicana tendiente a la implementación de la recomendación que antecede, a través de la adopción de la Ley 41-08, y de la necesidad de que continúe dando atención a la misma, considerando que el Comité no ha observado nada que indique que la mayoría de los empleados y funcionarios ingresen en el servicio a través de mecanismos de concurso basados en el mérito, como se sugiere en la recomendación 1.1.4, que antecede. 

Recomendación 1.1.5:

Realizar un examen general del régimen de reclutamiento y selección, y basándose en el mismo implementar las disposiciones necesarias para que la mayoría de los empleados y altos funcionarios ingresen en el servicio a través de mecanismos de concurso y sobre la base del mérito, en consonancia con los principios de publicidad, equidad y eficiencia previstos por la Convención.  

[194] El Comité observa que en su respuesta, la República Dominicana no se refirió a pasos dados con respecto a la implementación de la medida 1.1.5, que antecede.  Por lo tanto, el Comité toma nota de la necesidad de que el Estado analizado de atención adicional a su implementación.
Recomendación 1.1.6:

Fortalecer la estructura orgánica, funciones y atribuciones de la ONAP, de forma de asegurar su independencia funcional y profesionalización, dotándole de un nivel jerárquico que facilite el ejercicio de sus funciones. 

[195] En su respuesta, el Estado analizado presenta la siguiente información con respecto a la anterior recomendación:
[196] La entrada en vigor de la Ley No. 41-08, sobre el Servicio Publico, la cual “…crea la Secretaria de Estado de Administración Publica y regula lo referente al personal que labora en la administración publica y su relación con el Estado, y sustituye la antigua ley 14-91 de Servicio Civil y Carrera Administrativa y su Reglamento de Aplicación 81-94. Aunque a la fecha todavía no se ha sancionado el reglamento de aplicación de la nueva ley”
[197] Con respecto a la recomendación 1.1.6 antes transcrita, el Comité toma nota del cambio institucional informado por el país analizado cuyo resultado ocasiona que la Oficina Nacional de Administración de Personal (ONAP), a la que se refiere tal medida no exista en la actualidad. Sin embargo, teniendo presente la información proporcionada por el Estado relacionada con la creación y competencias de la Secretaria de Estado de Administración Publica, el Comité estima que esta recomendación ha sido considerada satisfactoriamente.

Recomendación 1.1.7:

Fortalecer la implementación de sistemas de acceso  a la función pública sobre criterio de concursabilidad en base al mérito y concursabilidad al interior de los sistemas de administración de personal de los demás poderes del estado e instituciones autónomas y descentralizadas.

[198] El Comité observa que en su respuesta, la República Dominicana no se refirió a pasos dados con respecto a la implementación de la medida 1.1.7, que antecede.  Por lo tanto, el Comité toma nota de la necesidad de que el Estado analizado de atención adicional a su implementación.
1.2. Sistemas para la adquisición de bienes y servicios por parte del Estado

Recomendación 1.2.1

Sancionar el Reglamento de la Ley No. 340-06, según lo previsto por el artículo 78 de la misma.
  

[199] En su respuesta,
 la República Dominicana presenta información con respecto a la implementación de la recomendación que antecede y su medida, de la cual, el Comité toma nota, como un paso que le permite estimar que esta recomendación ha sido considerada satisfactoriamente, lo siguiente:

[200] – La expedición del Reglamento 490-07 el 30 de agosto de 2007.
  

[201] El Comité toma nota de la consideración satisfactoria, por parte de la República Dominicana, de la recomendación que antecede, a través de la expedición del Reglamento de la Ley 340-06, sin entrar a hacer un análisis de fondo del contenido de la misma.
Recomendación 1.2.2:

Elaborar un portal electrónico en Internet, según lo requerido por el artículo 36(14) de la Ley No. 340-06, y considerar la posibilidad de establecer un sistema que permita la realización electrónica de la actividad contractual a través de Internet.  

[202] En su respuesta,
 la República Dominicana presenta información con respecto a la implementación de la anterior recomendación, de la cual, el Comité toma nota, como un paso que le permite estimar que esta recomendación ha sido considerada satisfactoriamente, lo siguiente:

[203] – Se creó el portal electrónico de Internet de la Dirección General de Contrataciones Públicas (comprasdominicana.gov.do ) que es un sitio Web donde convergen las instituciones estatales y los proveedores que suministran o desean suplir los requerimientos del Estado. A través de esta página Web se puede dar seguimiento a los procesos de compras, las licitaciones en curso, acceder a pliegos de condiciones y conocer los resultados de dichos sorteos. También se puede tener acceso al Registro de Proveedores del Estado y ofrece la información del proceso a través del cual se puede ingresar a este registro. En el momento que cualquier institución del Estado gargan una licitación a través del Sistema Integrado de Gestión Financiera (SIGEF) se crea un enlace automáticamente con el portal comprasdominicana.gov.do y aparecen publicadas las licitaciones.
[204] El Comité toma nota de la consideración satisfactoria, por parte de la República Dominicana, de la recomendación que antecede, a través de la creación del portal de “Internet”, www.comprasdominicana.gov.do. 
Recomendación 1.2.3:

Implementar disposiciones que definan el alcance de la excepción contenida en el numeral (7) del artículo 5 de la Ley No. 340-06, sobre el requisito de promoción de las actividades de desarrollo de las micro, pequeñas y medianas empresas. 

[205] El Comité observa que en su respuesta, la República Dominicana no se refirió a pasos dados con respecto a la implementación de la medida 1.2.3, que antecede.  Por lo tanto, el Comité toma nota de la necesidad de que el Estado analizado de atención adicional a su implementación.
Recomendación 1.2.4:

Estudiar la posibilidad de derogar el numeral (8) de la Ley No. 340-06. 

[206] El Comité observa que en su respuesta, la República Dominicana no se refirió a pasos dados con respecto a la implementación de la medida 1.2.4, que antecede.  Por lo tanto, el Comité toma nota de la necesidad de que el Estado analizado de atención adicional a su implementación.
Recomendación 1.2.5:

Implementar disposiciones que requieran la publicación de convocatorias para licitaciones públicas en el portal Web del Órgano Administrador del Sistema, sin perjuicio de su publicación en el portal institucional o un diario de circulación nacional. 

[207] El Comité observa que en su respuesta, la República Dominicana no se refirió a pasos dados con respecto a la implementación de la medida 1.2.5, que antecede.  Por lo tanto, el Comité toma nota de la necesidad de que el Estado analizado de atención adicional a su implementación.
2.
SISTEMAS PARA PROTEGER A LOS FUNCIONARIOS PÚBLICOS Y CIUDADANOSPARTICULARES QUE DENUNCIEN DE BUENA FE ACTOS DE CORRUPCIÓN (ARTICULO III, PÁRRAFO 8 DE LA CONVENCIÓN) 

Recomendación 2:

Adoptar, a través de la autoridad respectiva, una ley general sobre protección de funcionarios públicos y ciudadanos privados que de buena fe denuncien actos de corrupción conforme a los principios fundamentales de su orden jurídico interno, lo que podría incluir, inter alia, los siguientes aspectos:

Medidas sugeridas por el Comité:
a)
Protección de las personas que denuncien actos de corrupción que sean objeto de investigación en procedimientos administrativos o judiciales. 

b)
Mecanismos de denuncia, como la denuncia con protección de identidad, que garanticen la seguridad personal y la confidencialidad de identidad de los funcionarios públicos y ciudadanos particulares que de buena fe denuncien actos de corrupción. 
c)
Disposiciones que sancionen, tanto en el ámbito penal como en el administrativo, la omisión de cumplir las normas y/u obligaciones relativas a la protección. 

d)
Un proceso de aplicación de mecanismos simplificados de protección de informantes.

e)
Medidas de protección orientadas no solamente hacia la integridad física del denunciante y su familia, sino también hacia la protección de su situación laboral, especialmente tratándose de un funcionario público y cuando los actos de corrupción puedan involucrar a su superiores jerárquicos o a sus compañeros de trabajo.

f)
Mecanismos para denunciar las amenazas o represalias de las que pueda ser objeto el denunciante, señalando las autoridades competentes para tramitar las solicitudes de protección y las instancias responsables de brindarla.


g)
Mecanismos que faciliten, cuando corresponda, la cooperación internacional en las siguientes esferas, incluida la asistencia y cooperación previstas por la Convención, así como el intercambio de experiencias, capacitación y asistencia mutua

h)
La respectiva competencia de las autoridades judiciales y administrativas con respecto a esta esfera, distinguiendo claramente una de la otra.

[208] En su respuesta,
 la República Dominicana presenta la siguiente información que estima esta relacionada con la implementación de la anterior recomendación:

[209] – ““A la fecha todavía no cuenta la Republica Dominicana con una legislación referente a la protección de funcionarios públicos o ciudadanos que denuncien actos de corrupción. Descansa en la Cámara de diputados un proyecto de ley preparado por el Diputado Julio Horton Espinal pero este no ha sido conocido aun. Dicha recomendación fue remitida a esa cámara legislativa.

[210] De manera administrativa, mediante la resolución no. 42 del año 2009 la Procuraduría General de la República creó la Unidad de Protección a Víctimas y Testigos con el objetivo de “brindar protección efectiva a las víctimas y testigos, y a los familiares que en su caso así lo requieran, dentro del proceso penal”. Pero esta resolución limita la protección de víctimas y testigos a los casos de narcotráfico y de criminalidad compleja.

[211] La ley no. 41-08 tiene por función regular las relaciones de trabajo de los empleados designados para ejercer una función pública en el Estado, excluyendo a los electos por voto popular, los miembros de la Junta Central Electoral y la Cámara de Cuentas y el personal militar, policial y de seguridad del Estado, entre otros.

[212] Asimismo, establece los principios que regirán la función pública como el mérito personal, igualdad de acceso a la función pública, estabilidad en los cargos de carrera, equidad retributiva, y la facultad de recurrir al Tribunal Contencioso Administrativo en demanda de protección.”

[213] En vista de lo anterior, el Comité toma nota de la necesidad de que el país analizado de atención adicional a la implementación de la recomendación anterior y sus medidas.
3. 
ACTOS DE CORRUPCIÓN (ARTÍCULO VI.1 DE LA CONVENCIÓN) 

Recomendación 3.1:

Considerar la posibilidad de modificar y/o complementar las leyes existentes, para ampliar la cobertura y cumplir los requisitos del artículo VI(1) de la Convención Interamericana contra la Corrupción, en los términos siguientes:

Medidas sugeridas por el Comité:
a)
Incluir en la definición de soborno pasivo tipificado por el artículo 177 del Código Penal los elementos requerimiento o aceptación, directa o indirectamente, persona que ejerza funciones públicas, objeto de valor pecuniario, otros beneficios, favores, ventajas, para otra persona o entidad, y cualquier acto en el ejercicio de sus funciones públicas.  
b)
 Complementar las disposiciones legales que se refieren al soborno activo, tal como se ha definido, mediante la inclusión de los elementos dádivas y entidades, e implementando disposiciones cuyo alcance sean tan amplio como el de los delitos previstos en el párrafo (a) del artículo VI(1) de la Convención.   

c)
Complementar las disposiciones referentes al párrafo (c) del artículo VI(1) de la Convención, mediante la inclusión de los elementos dádivas y entidades, e implementando disposiciones cuyo alcance sean tan amplio como el de los delitos previstos en el párrafo (b) del artículo VI(1) de la Convención. 

d)
Complementar las disposiciones referentes al párrafo (c) del artículo VI(1) de la Convención mediante la implementación de disposiciones cuyo alcance sea tan amplio como el de los delitos previstos en el párrafo (c). 

e)
Implementar disposiciones penales que tipifiquen el aprovechamiento doloso o ocultamiento de bienes provenientes del cohecho pasivo tipificado por el artículo 177 del Código Penal.   

Recomendación 3.2:

Implementar disposiciones penales que tipifiquen la tentativa de comisión del cohecho pasivo previsto por en el artículo 177 del Código Penal.  (Ver la sección 3.2 del capítulo II de este informe)

Recomendación 3.3:

Implementar disposiciones que tipifiquen la asociación para cometer los delitos de corrupción previstos en el artículo VI(1) de la Convención.

[214] En su respuesta,
 la República Dominicana presenta la siguiente información que estima esta relacionada con la implementación de la recomendación 3.1 y sus medidas, al igual que a las recomendaciones 3.2 y 3.3.

[215] – “Se remitieron todas las recomendaciones sobre este sentido a la Comisión de Justicia de ambas cámaras legislativas, que son las que tienen la tarea de revisar el proyecto de reforma al Código Penal.”
[216] En vista de lo anterior, el Comité toma nota de la necesidad de que el país analizado de atención adicional a la implementación de la recomendación 3.1 y sus medidas, y a las recomendaciones 3.2 y 3.3. 
4. RECOMENDACIONES GENERALES
Recomendación 4.1:

Diseñar e implementar, cuando corresponda, programas de capacitación de los servidores públicos responsables de la aplicación de los sistemas, normas, medidas y mecanismos considerados en el presente informe, con el objeto de garantizar su adecuado conocimiento, manejo y aplicación.

[217] El Comité observa que en su respuesta, la República Dominicana no se refirió a pasos dados con respecto a la implementación de la medida 4.1, que antecede.  Por lo tanto, el Comité toma nota de la necesidad de que el Estado analizado de atención adicional a su implementación.
Recomendación 4.2:

Seleccionar y desarrollar procedimientos e indicadores, cuando sea apropiado y cuando éstos no existan aún, para analizar los resultados de los sistemas, normas, medidas y mecanismos considerados en el presente informe, y para verificar el seguimiento de las recomendaciones formuladas en el mismo. 
[218] El Comité observa que en su respuesta, la República Dominicana no se refirió a pasos dados con respecto a la implementación de la medida 4.2, que antecede.  Por lo tanto, el Comité toma nota de la necesidad de que el Estado analizado de atención adicional a su implementación.

NOTAS AS FINAL

� FILENAME  \* MERGEFORMAT �DLCI01125S04�





� FILENAME  \* MERGEFORMAT ��





� FILENAME  \* MERGEFORMAT �DLCI01135S04�








� El presente proyecto de informe preliminar fue elaborado de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 23, a), y 28, del Reglamento del Comité (documento SG/MESICIC/doc.9/02 rev. 4), así como con la metodología para el análisis de la implementación de las disposiciones de la Convención seleccionadas en el marco de la Tercera Ronda y para el seguimiento de las recomendaciones formuladas en las rondas anteriores (documento SG/MESICIC/doc. 228/08 rev. 2) y la estructura para los informes por país (documento SG/MESICIC doc. 230/08 rev. 2), estos dos últimos documentos adoptados por el Comité, en su Decimocuarta Reunión, la cual tuvo lugar en la sede de la OEA, en Washington D.C., Estados Unidos, del 8 al 12 de diciembre de 2008.


� Este informe se puede consultar en: �HYPERLINK "http://www.oas.org/juridico/spanish/mesicic3_repdom_inf_sc.pdf"�http://www.oas.org/juridico/spanish/mesicic3_repdom_inf_sc.pdf�


� A los efectos del presente informe, el Comité de Expertos de MESICIC define como beneficios tributarios todas las exenciones y cualquier rubro deducible usado para determinar la base del impuesto sobre la renta, y otro tratamiento que dé lugar a reducciones favorables a los contribuyentes del monto de los tributos pagaderos por estos.


� Los Artículos 240 y 241 del Código Tributario proporcionan detalles adicionales sobre este delito, así como las sanciones aplicables, respectivamente.


� Los Artículos 242 y 243 del Código Tributario proporcionan detalles adicionales sobre este delito, así como las sanciones aplicables, respectivamente.


� Los Artículos 248 a 264 proporcionan detalles adicionales sobre  las diversas faltas tributarias, así como las sanciones pecuniarias aplicables a cada una de ellas. 


� Ulteriormente incorporadas a las Normas Internacionales de Información Financiera.


� Véase el informe presentado por “Participación Ciudadana”, página 14, disponible en �HYPERLINK "http://www.oas.org/juridico/spanish/mesicic3_repdom_inf_sc.pdf"�http://www.oas.org/juridico/spanish/mesicic3_repdom_inf_sc.pdf�


� El Artículo 1(b) de la Ley 448-06 proporciona la siguiente definición de funcionario extranjero: “Persona de un país que desempeñe un cargo legislativo, administrativo o judicial, en cualquier nivel del gobierno, que haya sido designado o electo, cualquier persona ejerciendo una función pública para un país extranjero en cualquier nivel de gobierno, incluyendo una agencia pública o empresa pública; y cualquier funcionario o agente de una organización pública internacional”





� Esta Convención, de la que es parte la República Dominicana junto con Argentina, Chile, Colombia, Ecuador, El Salvador, Estados Unidos, Guatemala, Honduras, México, Nicaragua y Panamá, puede consultarse en �HYPERLINK "http://www.oas.org/juridico/mla/en/dom/index.html"�http://www.oas.org/juridico/mla/en/dom/index.html� 


� Esos tratados pueden consultarse en : �HYPERLINK "http://www.oas.org/juridico/mla/en/dom/index.html"�http://www.oas.org/juridico/mla/en/dom/index.html� 


� Véase el informe presentado por Participación Ciudadana, página 19, disponible en �HYPERLINK "http://www.oas.org/juridico/spanish/mesicic3_repdom_inf_sc.pdf"�http://www.oas.org/juridico/spanish/mesicic3_repdom_inf_sc.pdf� 


� Véase el informe presentado por Participación Ciudadana, página 20, disponible en �HYPERLINK "http://www.oas.org/juridico/spanish/mesicic3_repdom_inf_sc.pdf"�http://www.oas.org/juridico/spanish/mesicic3_repdom_inf_sc.pdf� 


� Véase la respuesta de la República Dominicana al cuestionario de la Tercera Ronda de Análisis, página 12, disponible en �HYPERLINK "http://www.oas.org/juridico/spanish/mesicic3_repdom_inf_sc.pdf"�http://www.oas.org/juridico/spanish/mesicic3_repdom_inf_sc.pdf�


� Las referencias a las secciones que aparecen en itálicas en las recomendaciones y medidas transcritas aluden al informe de la Primera Ronda de Análisis.


� Disponible en: �HYPERLINK "http://www.oas.org/juridico/spanish/mesicic_cuest_IIIronda.doc"�http://www.oas.org/juridico/spanish/mesicic_cuest_IIIronda.doc� 


� Disponible en: �HYPERLINK "http://www.oas.org/juridico/spanish/mesicic_method_IIIround.pdf"�http://www.oas.org/juridico/spanish/mesicic_method_IIIround.pdf� 


�  Ver página 32 de este Informe, en: �HYPERLINK "http://www.oas.org/juridico/spanish/mesicic_II_inf_dom_sp.doc"�http://www.oas.org/juridico/spanish/mesicic_II_inf_dom_sp.doc�.


�  Ver página 33 de este Informe, disponible en: �HYPERLINK "http://www.oas.org/juridico/spanish/mesicic_II_inf_dom_sp.doc"�http://www.oas.org/juridico/spanish/mesicic_II_inf_dom_sp.doc�. Además, teniendo en cuenta que la aludida recomendación por su naturaleza requiere continuidad en su implementación, el Comité espera que el país analizado informe al respecto en los informes anuales de avance previstos en el artículo 32 de su Reglamento.


�  Ver páginas 33 - 35 de este Informe, en: �HYPERLINK "http://www.oas.org/juridico/spanish/mesicic_II_inf_dom_sp.doc"�http://www.oas.org/juridico/spanish/mesicic_II_inf_dom_sp.doc� 


�  Ver páginas 35 - 36 de este Informe, en: �HYPERLINK "http://www.oas.org/juridico/spanish/mesicic_II_inf_dom_sp.doc"�http://www.oas.org/juridico/spanish/mesicic_II_inf_dom_sp.doc� 


�  Ver páginas 35 - 36 de este Informe, en: �HYPERLINK "http://www.oas.org/juridico/spanish/mesicic_II_inf_dom_sp.doc"�http://www.oas.org/juridico/spanish/mesicic_II_inf_dom_sp.doc� 


�  Ver página 36- 38 de este Informe, en: �HYPERLINK "http://www.oas.org/juridico/spanish/mesicic_II_inf_dom_sp.doc"�http://www.oas.org/juridico/spanish/mesicic_II_inf_dom_sp.doc� 


�  Ver páginas 38 - 40 de este Informe, en: �HYPERLINK "http://www.oas.org/juridico/spanish/mesicic_II_inf_dom_sp.doc"�http://www.oas.org/juridico/spanish/mesicic_II_inf_dom_sp.doc� 


� Ver página 27 del informe presentado por “Participación Ciudadana”, disponible  en:  �HYPERLINK "http://www.oas.org/juridico/spanish/mesicic3_repdom_inf_sc.pdf"�http://www.oas.org/juridico/spanish/mesicic3_repdom_inf_sc.pdf� 


�  Ver páginas 40 - 42 de este Informe, en: �HYPERLINK "http://www.oas.org/juridico/spanish/mesicic_II_inf_dom_sp.doc"�http://www.oas.org/juridico/spanish/mesicic_II_inf_dom_sp.doc� 


�  Ver páginas 40 - 42 de este Informe, en: �HYPERLINK "http://www.oas.org/juridico/spanish/mesicic_II_inf_dom_sp.doc"�http://www.oas.org/juridico/spanish/mesicic_II_inf_dom_sp.doc� 


�   Ver página 27 del informe presentado por “Participación Ciudadana”, disponible  en:  �HYPERLINK "http://www.oas.org/juridico/spanish/mesicic3_repdom_inf_sc.pdf"�http://www.oas.org/juridico/spanish/mesicic3_repdom_inf_sc.pdf� 


�  Ver páginas 42 - 43 de este Informe, en: �HYPERLINK "http://www.oas.org/juridico/spanish/mesicic_II_inf_dom_sp.doc"�http://www.oas.org/juridico/spanish/mesicic_II_inf_dom_sp.doc� 


�  Ver página 43 de este Informe, en: �HYPERLINK "http://www.oas.org/juridico/spanish/mesicic_II_inf_dom_sp.doc"�http://www.oas.org/juridico/spanish/mesicic_II_inf_dom_sp.doc� 


�  Ver páginas 43 - 44 de este informe, en �HYPERLINK "http://www.oas.org/juridico/spanish/mesicic_II_inf_dom_sp.doc"�http://www.oas.org/juridico/spanish/mesicic_II_inf_dom_sp.doc� 


�  Ver páginas 44 - 45 de este informe, en �HYPERLINK "http://www.oas.org/juridico/spanish/mesicic_II_inf_dom_sp.doc"�http://www.oas.org/juridico/spanish/mesicic_II_inf_dom_sp.doc� 





�  Ver página 45 de este informe, en �HYPERLINK "http://www.oas.org/juridico/spanish/mesicic_II_inf_dom_sp.doc"�http://www.oas.org/juridico/spanish/mesicic_II_inf_dom_sp.doc� 


�  Ver páginas 45 - 46 de este informe, en �HYPERLINK "http://www.oas.org/juridico/spanish/mesicic_II_inf_dom_sp.doc"�http://www.oas.org/juridico/spanish/mesicic_II_inf_dom_sp.doc� 





� Las referencias a las secciones que aparecen en itálicas en las recomendaciones y medidas transcritas aluden al informe de la Segunda Ronda de Análisis.


� Ver el documento presentado por la Republica Dominicana junto con su respuesta al Cuestionario de la Tercera Ronda, p. 2, disponible en: �HYPERLINK "http://www.oas.org/juridico/spanish/mesicic3_repdom_avance.pdf"�http://www.oas.org/juridico/spanish/mesicic3_repdom_avance.pdf� 


� Véase la respuesta de la República Dominicana al  cuestionario de la Segunda Ronda de Examen,  Pág. 8, disponible en: �HYPERLINK "http://www.oas.org/juridico/spanish/mesicic2_repdom_resp_sp.doc"�http://www.oas.org/juridico/spanish/mesicic2_repdom_resp_sp.doc� 


� En la sesión del Plenario del Comité de Expertos del 6 de diciembre, 2007, la Delegación de la República Dominicana informó de la existencia de la Ley No. 02-06 de Carrera Administrativa del Congreso Nacional.  Dado que ésta información, fue recibida después del plazo para la presentación de la respuesta al cuestionario, no se efectuó ningún análisis sobre esta norma.


� Ver el documento presentado por la República Dominicana junto con su respuesta al Cuestionario para la Tercera Ronda, p. 2, disponible en: �HYPERLINK "http://www.oas.org/juridico/spanish/mesicic3_repdom_avance.pdf"�http://www.oas.org/juridico/spanish/mesicic3_repdom_avance.pdf� 


� El Comité toma nota de que el Reglamento de la Ley No. 340-06 y sus modificaciones mediante Ley 449-06, fue promulgado a través del Decreto Presidencial 490-07 de fecha 30 de agosto de 2007.  Sin embargo, debido a que su promulgación fue posterior a la fecha para la entrega de información establecida, el Comité no efectuó ningún análisis al respecto.


�  Véase el documento presentado por la República Dominicana junto con su respuesta al cuestionario de la Tercera Ronda, p. 4, disponible en: �HYPERLINK "http://www.oas.org/juridico/spanish/mesicic3_repdom_avance.pdf"�http://www.oas.org/juridico/spanish/mesicic3_repdom_avance.pdf� 


� Corresponde señalar, a este respecto, que si bien ese reglamento se expidió antes de la fecha de adopción del Informe sobre la República Dominicana para la Segunda Ronda de Análisis, esa expedición tuvo lugar ya vencido el plazo establecido por el Comité para la presentación de información que este debía contener, por lo cual el Comité no realizó un análisis a ese respecto.


� Ver el documento presentado por la República Dominicana junto con su respuesta al Cuestionario para la Tercera Ronda, p. 5, disponible en: �HYPERLINK "http://www.oas.org/juridico/spanish/mesicic3_repdom_avance.pdf"�http://www.oas.org/juridico/spanish/mesicic3_repdom_avance.pdf� 


� Ver el documento presentado por la República Dominicana junto con su respuesta al Cuestionario para la Tercera Ronda, p. 5, disponible en: �HYPERLINK "http://www.oas.org/juridico/spanish/mesicic3_repdom_avance.pdf"�http://www.oas.org/juridico/spanish/mesicic3_repdom_avance.pdf� 


� Ver el documento presentado por la República Dominicana junto con su respuesta al Cuestionario para la Tercera Ronda, p. 5, disponible en: �HYPERLINK "http://www.oas.org/juridico/spanish/mesicic3_repdom_avance.pdf"�http://www.oas.org/juridico/spanish/mesicic3_repdom_avance.pdf� 





� El texto completo del Artículo 237 del Código Tributario establece: “Artículo 237.- Son casos de defraudación tributaria, los siguientes: 


1. Declarar, manifestar o asentar en libros de contabilidad, balances, planillas, manifiestos u otro documento: cifras, hechos o datos falsos u omitir circunstancias que influyan gravemente en la determinación de la obligación tributaria. 


2. Emplear mercancías o productos beneficiados por exoneraciones o franquicias en fines o por poseedores distintos de los que corresponde según la exención o franquicia. 


3. Ocultar mercancías o efectos gravados, siempre que el hecho no configure contrabando o hacer aparecer como nacionalizadas mercancías introducidas temporalmente. 


4. Hacer circular, como comerciante, fabricante o importador, productos sin el timbre o el marbete que deban llevar. 


5. Violar una clausura o medidas de control dispuestas por el órgano tributario competente y la sustracción, ocultación o enajenación de especies 


retenidas en poder del infractor en virtud de medidas conservatorias. 


6. No ingresar dentro de los plazos prescritos, las cantidades retenidas o percibidas por tributos. 


Párrafo.- La presente enunciación no es limitativa.”


�  El texto completo del Artículo 3 de la Ley 479-08 establece lo siguiente:





“Se reconocerán los siguientes tipos de sociedades: 





a) Las sociedades en nombre colectivo;


b) Las sociedades en comandita simple;


c) Las sociedades en comandita por acciones;


d) Las sociedades de responsabilidad limitada; y,


e) Las sociedades anónimas, que podrán ser de suscripción pública o privada.





Párrafo I.- La ley reconocerá además la sociedad accidental o en participación, la cual no tendrá personalidad jurídica.





Párrafo II.- Esta ley reglamentará, además, la empresa individual de responsabilidad limitada.





Párrafo III.- Las disposiciones de la presente ley se aplicarán a las entidades de intermediación financiera sólo en aquellos casos que no sean contrarios al ordenamiento jurídico de las mismas o que no resulten incompatibles con las normas que rigen sus operaciones y su supervisión por la autoridad monetaria y financiera.”





